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RESUMEN 

Objetivo: Analizar de qué manera la caducidad administrativa del procedimiento 

administrativo sancionador se relaciona con el principio de plazo razonable en el Gobierno 

Regional de Lima Provincias en el año 2022. Métodos: El propósito de esta tesis dada su 

practicidad es aplicada, desarrollada en el ámbito administrativo, toma conocimiento para 

aplicarlos en la realidad y utiliza los conocimientos jurídicos que se relacionan entre ambos y 

planea una solución a los procesos administrativos sancionadores a los administrativo; su nivel 

es correlacional, debido a que se relacionan de manera significativamente la caducidad 

administrativa del procedimiento sancionador con el principio de plazo razonable, ambas se 

encuentran en una simetría, no hay interdependencia. El presente estudio manifiesta un enfoque 

denominado mixto, Además, es de carácter no experimental, pues no se ha requerido la 

realización de sometimiento a experimento con la muestra y es transversal por cuanto los 

datos de variables recopiladas se han realizado en un solo momento. Resultados: atendiendo 

a la tabla 10 donde aparece y se muestra la siguiente interrogante: ¿Dentro de un proceso 

administrativo sancionador la caducidad opera debido a la inercia administrativa, así queda 

demostrada? La respuesta de los que forman parte de la muestra con la pregunta N° 06 del 

cuestionario dan como resultado que en efecto para un 49% se da en una buena medida; para 

un 19% en poca medida; mientras que para un 18% en regular medida, en tanto que para un 

13% es negativa total la respuesta. Conclusión: La caducidad administrativa del procedimiento 

sancionador se relaciona significativamente con el principio de plazo razonable por cuanto 

castiga la inacción de la administración pública dentro del tiempo previsto para dicho 

procedimiento en el Gobierno Regional de Lima Provincias en el año 2022. 

Palabras claves: Caducidad administrativa, proceso administrativo sancionador, prescripción 

administrativa, inercia administrativa, responsabilidad funcional. 
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ABSTRACT 

Objective: Analyze how the administrative expiration of the sanctioning administrative procedure 

is related to the principle of reasonable time in the Regional Government of Lima Provinces in the 

year 2022. Methods: The TYPE of research is applied, since it is developed in the administrative 

field, and uses previous legal knowledge in order to provide a solution to a recurring problem of 

administrative sanctioning processes to the administrative; its level is correlational, because the 

administrative expiration of the sanctioning procedure is significantly related to the principle of 

reasonable time, both are in a symmetry, there is no interdependence. The present study manifests 

a mixed, qualitative approach, since on different positions framed in theories and bases on public 

administration and, on the other hand, statistical data will be used to process the information, from 

there it is a quantitative investigation. In addition, it is of a non-experimental nature, since it has 

not been required to submit the sample to an experiment and it is cross-sectional since the data of 

the variables collected has been carried out at a single moment. Results: according to table 10 where 

the following question appears and is shown: Within a sanctioning administrative process, 

expiration operates due to administrative inertia, is this demonstrated? The response of the 

individuals questioned with question No. 06 of the questionnaire gives as a result that in effect for 

49% it occurs to a good extent; for 19% to a small extent; while for 18% to a regular extent, while 

for 13% the answer is totally negative. Conclusion: The administrative expiration of the sanctioning 

procedure is significantly related to the principle of reasonable time, since it punishes the inaction 

of the public administration within the time set for said procedure in the Regional Government of 

Lima Provinces in the year 2022. 

Keywords: Administrative expiration, sanctioning administrative process, administrative 

prescription, administrative inertia, functional responsibility. 



xv 
 

INTRODUCCIÓN 

La administración pública es y seguirá siendo, una “papa caliente” por cuanto la 

contrariedad es permanente entre la administración y el administrado, esto debido al problema 

que se genera por la excesiva fiscalización y control en alguno casos vulnerando derechos 

administrativos y constitucionales, en ese sentido, se tiene que para que proceda la caducidad 

del PAS, existe el Artículo 237-A del Decreto Legislativo N° 1272 que data del año 2016, dicha 

norma tiene como propósito de que los procesos sancionadores sean céleres cortos por la misma 

carga procesal que se tiene en las entidades públicas ello, permitirá que se sancione si 

corresponde en un corto plazo o en su caso, no quede impunes quienes hayan quebrantado las 

normas administrativas pueden quedar impunes, lo que en todo caso se busca es que la 

administración pública, no permanezca impávida frente a la transgresión de las normas 

administrativas de allí que existe un plazo para que actúen las autoridades administrativas antes 

de que opere la caducidad del procedimiento sancionador. 

Por todo ello, se requiere concientizar a las autoridades para que cumplan su función 

administrativa, no solo en la administración propiamente, sino cuando se debe sancionar, esta 

tarea debe ser urgente y perentoria en tal sentido lleva por título: Celeridad de la caducidad 

del procedimiento administrativo sancionador y la preminencia del principio de plazo 

razonable, lima provincias (año 2022), en esta investigación se relacionan tanto el derecho 

constitucional como el administrativo, se analiza la realidad y se contrasta e interpreta las 

normas y la situación social actual buscando una correcta administración con justicia y 

legalidad. 

I Capítulo se analiza, e interpreta el problema encontrado, las causas que la han 

generado, en este caso en la administración pública, se formula los problemas teniendo en 

cuanta la realidad precitada y a la vez se diseñan los objetivos al mismo que se justifica la 

investigación. 
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II Capítulo, el núcleo duro de la investigación se encuentra aquí, pues se conceptúa, se 

toma en cuenta las opiniones de los expertos sobre la caducidad de las sanciones administrativa 

a los administrados, se aprecia las bases teóricas, en el cual se ha desarrollado de acuerdo a las 

dos variables en la administración pública, para el cual se ha recurrido a la doctrina 

especializada en la misma materia. 

III Capítulo, sobre la metodología, en este caso el diseño metodológico, Métodos: El 

TIPO de investigación, considerando su finalidad o propósito es aplicada, en el ámbito 

administrativo, se utiliza los conocimientos jurídicos previos y con los nuevos para plantear 

soluciones a un problema recurrente las infracciones de los usuarios; su nivel es correlacional, 

debido a que se relacionan de manera significativamente la caducidad administrativa del 

procedimiento sancionador con el principio de plazo razonable, ambas se encuentran en una 

simetría, no hay interdependencia. En cuanto a su enfoque, mixto, cualitativo, ya que sobre na 

gama de posiciones que aparecen en teorías y bases sobre la administración pública y, por otro 

lado, se recurrirá a datos estadísticos para procesar la información, de allí es una investigación 

cuantitativa. Además, es de carácter no experimental, pues no se ha requerido la realización 

de sometimiento a experimento con la muestra y es transversal por cuanto los datos de 

variables recopiladas se han realizado en un solo momento. 

Capítulo IV, Aparecen un conjunto de cuadros y figuras y debajo de ellas el análisis e 

interpretación de los resultados que se derivaron de las respuestas del cuestionario aplicado a 

los encuestados. 

Capítulo V, Aquí se ha desarrollado la discusión de la investigación, la misma que se 

deriva de los resultados obtenidos en las conclusiones de esta tesis con las encontradas en los 

antecedentes de la investigación. 

Capítulo VI, El contenido del mismo aparecen las conclusiones y como corolario de la 

investigación las recomendaciones. 



xvii 
 

Finalmente, el VII capítulo podrá apreciarse todas las referencias bibliográficas que se 

encuentran en la investigación. 
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CAPÍTULO I 

 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

1.1 Realidad problemática 

 

No obstante, la data del Decreto Legislativo N° 1272, norma que modificaba la Ley N° 

27444, LPAGM, la misma que buscaba que las normas les otorguen los apremios necesarios a 

los funcionarios para el cumplimiento de sus funciones en la administración pública, sin 

embargo, la omisión en la celeridad de la resolución de los casos, es una constante que se 

aprecia en toda la administración de la hacienda pública. 

En su momento resultaba novedoso el plazo para que opere la caducidad al 

procedimiento sancionador que resultaba relevante dentro de la Ley N° 27444, pero al advertir 

que la precitada norma, no resulta herramienta que haya dado soluciones al problema del 

procedimiento sancionador en razón de ello, esta investigación se adentró en la caducidad del 

procedimiento administrativo sancionador que se encuentra previsto en el artículo 237-A de la 

precitada ley. así pues, el plazo para resolver los procedimientos sancionadores iniciados de 

oficio es de nueve (9) meses contado desde la fecha de notificación de la imputación de cargos, 

dicho plazo puede extenderse de manera excepcional por uno máximo de tres meses, siendo 

para ello necesario que el órgano competente se pronuncie mediante una resolución 

debidamente justificada el mérito de la ampliación del plazo. 

Ocurre que, si antes la administración pública a quien se le concedía un mayor tiempo 

para resolver las causas de sanciones administrativas y no lo hacía, peor aún en estos tiempos, 

aduciendo una serie de factores, falta de personal, logística, otros recursos y por lo tanto, lejos 

de mejorar la administración pública, resulta más complicada la situación que se presenta hoy 

en día, toda vez que ni en el plazo de 9 meses, ni en el ampliatorio se ha podido sancionar o 

absolver, lo que ha permitido que muchas causas ha operado a favor de los usuarios que 
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transgredieron las normas administrativas , con la consecuente impunidad y que sin duda, 

seguirá beneficiando mucho más a quienes enervan el cumplimiento de las normas 

administrativas pues al archivarse las causas, ya no habrá persecución administrativa al 

administrado que contravino las normas per sé. 

Queda entonces claro que, si bien el ánimo del legislador fue de acelerar los 

procedimientos, al emitir la norma en comento, en cumplimiento con los principios 

administrativos de celeridad y razonabilidad del plazo, sin embargo, al parecer la medicina 

resultó peor que la enfermedad ya que está delimitado el paso del tiempo, pues ante su celeridad 

debe inmisericordemente operar la caducidad del procedimiento sancionador, que además ni 

siquiera es necesario que lo invoque el usuario, pues puede ser declarada de oficio por el órgano 

competente, es más está obligado a hacerlo. 

Debe entenderse que si bien es cierto deducida la caducidad, está no excluye de sanción 

al administrado, puesto que la caducidad a diferencia del proceso civil no impide la posibilidad 

de accionar contra las partes procesales, por el contrario en el supuesto que la infracción 

cometida por el usuario u administrado no hubiera prescrito, el órgano competente evaluará el 

inicio de un nuevo procedimiento sancionador que ya se ha caducado, pero que no haya 

prescrito queda claro que el procedimiento caducado no interrumpe de modo alguno la 

prescripción de todo aquello que se encuentre libre de este otro instrumento de la 

administración pública o en contra de los actos de la administración pública. 

El investigado frente a esta realidad que se tiene debe actual con la diligencia necesaria, 

pero en caso se de una indebida dilación del procedimientos por parte del infractor, el plazo no 

debe prescribir o caducar, por el contrario, la administración pública debe suspender y por ello 

la propuesta es que se ponga esta atingencia, de que el plazo prescriba por culpa exclusiva de 

la administración pública, pero de modo alguno por culpa o dolo en la demora del administrado; 
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claro está sin perjuicio de que el ente administrativo sea muy diligente en los procedimientos 

administrativos. 

 

 

1.2 Formulación del problema 

 

1.2.1 Problema general 

 

PG: ¿Cómo la caducidad administrativa del procedimiento administrativo sancionador que 

opera en la administración pública se relaciona con el principio de plazo razonable en el 

Gobierno Regional de Lima Provincias en el 2022? 

1.2.2 Problemas específicos 

 

PE1: ¿Cómo la caducidad del procedimiento sancionador genera perjuicios en el Gobierno 

Regional de Lima Provincias en el 2022? 

PE2: ¿Cómo la caducidad del procedimiento sancionador enerva la prescripción del mismo en la 

administración pública? 

PE3: ¿Cuál es la diferencia de la caducidad del procedimiento sancionador con la institución del 

mismo nombre del Código Procesal Civil? 

1.3 Objetivos de la investigación 

1.3.1 Objetivo general 

 

OG: Analizar de qué manera la caducidad administrativa del procedimiento administrativo 

sancionador se relaciona con el principio de plazo razonable en el Gobierno Regional de Lima 

Provincias en el año 2022. 

 

 

 

1.3.2 Objetivos específicos 
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OE1: Determinar cómo la caducidad del procedimiento sancionador genera perjuicios en el 

Gobierno Regional de Lima Provincias en el 2022. 

OE2: Determinar cómo la caducidad del procedimiento sancionador enerva la prescripción del 

mismo en la administración pública. 

OE3: Señalar cuál es la diferencia de la caducidad del procedimiento sancionador con la 

institución del mismo nombre del Código Procesal Civil. 

1.4 Justificación de la investigación 

 

Desde una visión social y práctica, tiene una trascendencia, toda vez que 

cotidianamente nos encontramos frente a la instauración de procesos administrativos 

sancionadores contra actos distintos de los administrados se encuentran con procedimientos 

abiertos que en muchos casos permanecen en el tiempo sin que se resuelva y otros en cambio 

se resuelven de manera muy urgente. 

 

Para esta como otras investigaciones hay un uso de procedimientos, técnicas, 

estrategias que se entiende servirá a otras investigaciones en el derecho administrativo y los 

procedimientos que subyacen dentro del mismo procedimiento, de allí que se ha recogido datos 

en el Gobierno regional de Lima –Provincias para lo cual se ha utilizado instrumentos 

estadísticos para probar las hipótesis. 

 

Efectuado el estudio de los casos materia de la presente tesis tenemos un enfoque 

práctico, que nos lleva a advertir que la figura de la caducidad de los procedimientos 

administrativos (PAS) no es utilizado por el administrado por ignorancia y desconocimiento; 

pero de igual manera a efectos de evitar su aplicación, la administración pública debe actuar 

con diligencia y perentoriedad. 
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1.5 Delimitaciones del estudio 

 

Esta investigación se realizará en el Gobierno Regional de Lima Provincias, en 

consecuencia, el alcance de la tesis es regional que corresponde al periodo del año 2019. 
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CAPÍTULO II: 

 

MARCO TEÓRICO 

 

2.1. Antecedentes de investigación 

 

2.1.1 Antecedentes internacionales. 

Moreno (2020) en su tesis realizada en Ecuador, titulada: Análisis de la caducidad de 

la potestad sancionadora en el procedimiento administrativo sancionador de acuerdo al 

Código Orgánico Administrativo, presentado a la Universidad Católica de Santiago de 

Guayaquil, donde concluye: 1) La administración pública no cumple con los estándares 

establecidos en el Código Orgánico Administrativo dado que los procedimientos 

administrativos se viene desarrollando sin que haya observancias del debido procedimiento 

administrativo, con el cual no solo se viene infringiendo las normas constitucionales y 

administrativas; 2) Con la facultad de discreción establecida en las normas administrativas en 

relación a los plazos para que lleguen a resolverse los procedimientos administrativos no se 

viene respetando el principio al debido procedimiento administrativo. 

Pico (2020) en su tesis titulada: Prescripción de la potestad sancionadora y Caducidad 

del Procedimiento administrativo sancionador en materia de Hidrocarburos, presentado a la 

Universidad Católica de Santiago de Guayaquil, donde concluye: Dentro de la normatividad se 

puede advertir que la regulación de instituciones como la prescripción de la potestad 

sancionadora, la prescripción de la sanción y la caducidad no se encuentran establecidas de 

manera clara y precisa, la misma que ocasiona incertidumbres sobre su contenido y sobre todo 

porque se puede prestar a diferentes interpretaciones. Por dicha razón, se debe de realizar una 

modificación normativa en el sentido de que dichas instituciones puedan ser entendidas en su 

cabalidad, porque de lo contrario nos encontraremos en una ambigüedad, porque no se sabe el 

plazo para la configuración de cada una de dichas instituciones. 
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Andrade y Centeno (2022) en su artículo científico realizado en Ecuador, titulado: 

Análisis de los términos caducidad y prescripción en las facultades de la Contraloría General 

del Estado de Ecuador, publicado en la revista: Estudios del desarrollo social: Cuba y América, 

donde concluyen: La caducidad viene a ser una institución a través del cual un derecho del 

ciudadano llega a perecer por el solo hecho de su inacción personal, lo cual generará efectos 

directos en cuanto que no se podrá llegar a ejercerlo frente a la judicatura nacional. Del mismo 

modo, la caducidad se presenta cuando existe una flagrante paralización del procedimiento 

administrativo, lo cual permite que la misma llegue a concluir efectivamente. Por otro lado, 

aunque la caducidad se encuentra relacionado con la prescripción, lo cierto es que entre ambas 

instituciones existen diferencias radicalmente establecidas dentro de la normatividad. 

2.1.2 Antecedentes nacionales. 

Del Valle (2021) en su tesis realizada en Chiclayo, titulada: La caducidad 

administrativa del procedimiento administrativo sancionador frente al principio de 

interdicción de arbitrariedad, presentada a la Universidad Católica Santo Toribio de 

Mogrovejo, donde concluyó: 1) El principio de interdicción de arbitrariedad se constituye en 

un principio orientador de la administración pública, la misma que prohíbe a los funcionarios 

y servidores actuar en contra de los derechos reconocidos dentro de las normas administrativas 

y constitucionales, 2) La caducidad administrativa se encuentra regulada en favor del 

administrado, y no en favor de la administración pública, en consecuencia, la administración 

pública deberá de actuar de manera célere y eficiente porque de lo contrario los procedimientos 

llegarán a caducarse y consecuentemente se archivarán; del mismo modo, cuando una 

procedimiento sancionador se inicia de manera sucesiva, la misma estará creando en los 

ciudadanos una especie de inseguridad, porque se estará vulnerando varios principios dentro 

de los cuales también se encuentra el de interdicción de la arbitrariedad. 
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Vargas (2021) en su tesis realizada en Piura, titulada: La caducidad en los 

procedimientos administrativos sancionadores, presentado a la Universidad de Piura donde 

concluyó: 1) la caducidad estudiada desde su inicios en el Derecho Civil, se ha podido apreciar 

que no ha tenido el mismo desarrollo teórico o dogmático que la prescripción, por lo que su 

estudio amerita un mayor conocimiento de la temática, dado que la misma permitirá que sea 

necesario unificar criterios en cuanto a su conceptualización; 2) Dentro del procedimiento 

administrativo sancionador, se ha considera a la caducidad como una institución de perención, 

la misma que es entendida como la prescripción que pone fin a los procedimientos 

administrativos correspondientes que no han llegado a concluir por diversos motivos; aunque 

existe la posibilidad de que el administrador pueda posteriormente iniciar nuevamente el 

procedimiento si es que la infracción aún no ha llegado a prescribir; 3) Sobre la declaración de 

la caducidad perención, se puede sostener que la misma será declarado por la autoridad 

competente; empero, también puede presentarse el supuesto de que el administrado pueda 

solicitar su declaración. 

Chiclla (2019) en su tesis titulada: El principio de non bis in ídem y la caducidad del 

procedimiento administrativo sancionador, Lima, 2018, presentada a la Universidad César 

Vallejo, en el que concluyó: 1) el principio de non bis in idem genera efectos negativos en 

contra de la caducidad administrativa, debido a que la misma resulta perjudicado si es que la 

administración pública llega a iniciar nuevamente un procedimiento en contra del 

administrado, ya que si ello llega a suceder la caducidad del procedimiento disciplinario no 

llegará a cumplir con su finalidad próxima, dado que la misma implica la vulneración también 

de otros principios con el de la seguridad Jurídica administrativa, 2) Cuando la administración 

pública llega a aperturar nuevamente los procedimientos administradores sancionadores, la 

caducidad del procedimiento se ve afectado toda vez que el non bis in ídem tampoco permite 
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que un mismo hechos, una misma fundamentación y el mismo sujeto sean investigados o 

sancionados de manera doble. 

2.1 Bases teóricas 

 

2.2.1 Caducidad administrativa del procedimiento sancionador. 

De acuerdo a la configuración del Estado, este cuenta con la denominada potestad 

punitiva -ius puniendi-, la misma que hablita al Estado a que pueda sancionar a los ciudadanos. 

El Estado se ha atribuido dicha potestad, el de gozar del monopolio sancionador. Es en ese 

entender de ideas que el al tener dicha posibilidad, puede sancionar a los administrados cuando 

estos llegan a cometer infracciones de carácter administrativo, legal y constitucional. 

Bajo dicha premisa, el aparato estatal deberá de iniciar un procedimiento administrativo 

sancionador, donde la finalidad próxima del administrador será el de imponer una medida 

sancionadora al administrador, dado que a través de su conducta a infringido normas que 

interesan al Derecho Administrativo (Alarcón, 2007). 

Empero, aun teniendo la potestad amplia de sanción en contra de los administradores 

que pueden contravenir las normas administrativas, lo cierto es que en la actualidad dicha 

potestad es un tanto restringido, toda vez que la normatividad especial de la materia a 

determinado que las entidades estatales -Estado-, deberán de emitir la respectiva resolución 

administrativa -Acto Administrativo-, en un tiempo que ha considerado como prudencial. 

Es decir, el legislador a considerado que la potestad de sanción de la administración 

pública es restringida, si es que se ha iniciado un procedimiento administrativo sancionador. 

Cuando entró en vigencia la Ley N° 27444, se consideró como normal la duración de los 

procedimientos sancionadores, empero, posteriormente se consideró que el tiempo de duración 

de dichos procedimientos deben de ser determinados por la normatividad correspondiente y 

ello debe de ser de nueve meses de duración. 
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Con dicha precisión legislativa, se ha considerado las entidades estatales deben de 

emitir un acto administrativo en un plazo menor de nueve meses, dado que sí se pasan dicho 

tiempo, el procedimiento habrá caducado (Arboleda, 2012). Por ello, los funcionarios que 

tienen dicha función -decisoria-, siempre deben responder con la celeridad posible, dado que 

la prolongación temporal no conduce a una adecuada respuesta jurídica de las personas, por 

ello el legislador a considerado que ello sea así. 

Sobre este aspecto, varios autores le han realizado una interpretación extensiva, porque 

consideran que el legislador ha realizado una referencia al plazo razonable, donde dicho 

principio señala que los procedimientos administrativos sancionadores siempre deben de 

concluir en un determinado plazo, porque como es un procedimiento a través del cual se va a 

restringir derechos, imponer sanciones, por lo que deben de concluir de manera anticipada y 

en un tiempo prudencial. 

Sea como sea la situación, lo cierto es que en la actualidad el procedimiento 

administrativo sancionador siempre debe de concluir en un lapso de nueve meses, lo cual debe 

de ser una observancia obligatoria. Si es que el administrador inobserva dicha obligación legal, 

el procedimiento sancionador habrá quedado en situación de caducidad, el mismo que le 

favorecerá al administrado, empero no así a la administración pública, dado que no podrá hacer 

desplegar sus efectos sancionadores. 

Por ello, el cumplimiento de los plazos legales es de suma importancia, porque estas 

constituyen en una de naturaleza perentoria. Esto implicará que una vez vencido el plazo, ya 

no habrá posibilidades de que el administrador pueda emitir el acto administrativo 

correspondiente. 

En ese sentido, la caducidad dentro de los procedimientos administrativos 

sancionadores resulta de suma importancia, dado que las mismas obligan a los administradores 
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a que puedan actuar de manera célere. Ello permitirá que los procedimientos sean observados 

de manera efectiva y de acuerdo a los parámetros establecidos por la normatividad. 

2.2.1.1 Aspectos generales del procedimiento sancionador. 

Ya hemos señalado que el Estado se ha adjudicado la potestad de sancionar a los 

administrados cuando estos llegan a cometer ciertas infracciones que se encuentran reguladas 

en las normas jurídicas. Sobre el particular, Guzmán (2018) en la administración pública hay 

una serie de normas que, al ser trastocadas, el administrado debe ser sometido a un 

procedimiento sancionados” (p. 733). Como se puede apreciar, el autor usa un término más 

amplio en cuanto a las normas que pueden afectar los administrados. No solo adecua la 

conducta de los administrados a las normas de índole administrativo, sino enfoca su definición 

a las normas que integran el Ordenamiento Jurídico, el mismo que posibilita a que cualquiera 

acción contraria a las normas pueden ser objeto de iniciación del procedimiento administrativo 

sancionador. 

Se debe de ir precisando que recién con la entrada en vigencia de la Ley 27444 recién 

se ha incluido el denominado procedimiento administrativo sancionador, las mismas que 

incluso a regulado ciertas garantías en favor de los administradores. Es más, con la entrada en 

vigencia del Decreto Legislativo 1272 las posibilidades se han ampliado, dado que, a través de 

dicha normatividad, se ha robustecido dicha prerrogativa, por lo que los administrados cuentan 

con una potestad amplia a diferencia de otras normativas anteriores que ni siquiera lo 

regulaban. 

Por otro lado, de acuerdo al artículo 247° de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General las normas sancionatorias de dicho capítulo -capítulo III-, deberán de ser aplicables a 

todas las entidades para que a través de ello se pueda fijar las sanciones y las infracciones 

correspondientes (Gonzales, 2020). 
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Las normas pertenecientes al procedimiento sancionador, en la actualidad, deberán de 

ser aplicados de manera supletoria a las normas especiales de carácter sancionador con los 

cuales cuentan las entidades administrativas. Ello implica que muchas entidades puedan tener 

sus propias normas sancionatorias, empero si es que no tienen, estas normas de carácter general 

pueden ser aplicadas de manera supletoria. 

Además, las normas generales del procedimiento sancionador pueden suplir los vacíos 

que puedan existir dentro de las normas especiales del procedimiento sancionador de carácter 

especial. Empero, muchas entidades estatales no cuentan con normas de carácter especial, por 

lo que siempre recurren a las normas generales que se encuentran establecidos en las normas 

de la Ley N° 27444. 

Por otro lado, es necesario ir precisando que la facultad de sanción por parte de la 

administración pública surge de manera suplementaria a la potestad punitiva con el cual 

también cuenta el Estado (Morón, 2017). Es decir, el Estado a determinado que ciertas 

conductas denominadas como contra vinientes al orden jurídico se debe de sancionar 

imponiendo penas; empero, como el Derecho Penal tiene la característica de ser de última ratio, 

lo adecuado y correcto es que el procedimiento sancionador origine una sanción no punitiva 

donde no se les prive la libertad de las personas, sino se impongan sanciones -que muchas 

veces-, vienen a ser de carácter pecuniario. Por ello, la administración pública solamente 

sanciona administrativamente cuando los administrados llegan a causar alguna infracción en 

las normas administrativas o constitucionales. 

2.2.1.2 Ius puniendi estatal y la facultad sancionadora del Estado. 

Ya es unánime la posición de la doctrina que considera que el Estado es el único ente 

que cuenta con potestades de sanción (Bermejo, 2013). Dicha potestad se encuentra unida por 

la denominada potestad de unidad en el que tanto el Derecho Penal y el Derecho Administrativo 
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se encuentran contempladas y las mismas le son propias al Estado, para que este haciendo uso 

de dicha potestad pueda emitir las resoluciones correspondientes a efectos de dar respuesta a 

una petición administrativa. 

Asimismo, se ha entendido a nivel jurisprudencial que ciertos principios como la 

legalidad, culpabilidad, tipicidad, la presunción de licitud que en materia penal es el principio 

de inocencia. Los principios o directrices que acabamos de mencionar, no solo constituyen en 

principios aplicables al Derecho Penal o Administrativo de manera exclusiva, sino también 

deben de ser aplicadas a ambas ramas de Derecho, ello debido a que dichos principios le son 

propios a la potestad sancionatoria del Estado, la misma que también engloba a la potestad 

punitiva -dado que este viene a ser una prerrogativa propia y exclusiva del Derecho 

Administrativo- (Guzmán, 2016). 

En ese sentido, si es que una persona llega a infringir las normas administrativas debe 

de ser sancionado por la autoridad administrativa correspondiente. Ello porque las normas 

administrativas en general vienen a ser de cumplimiento obligatorio, por lo que cuando hay 

conductas contraventoras de las normas jurídicas en general, deben de sancionarse a través de 

las sanciones administrativas fijadas en las normas correspondientes de la materia. En ese 

entender de ideas, si se sanciona administrativamente a las personas, ello implicará que el 

Estado simplemente está manifestando su ius puniendi que le es propio porque cuenta con el 

monopolio de sanción correspondiente. 

Por otro lado, cuando se ha tratado de darle razones que justifican la actuación de 

carácter sancionatoria del Estado, se ha sostenido que esta viene a ser de dicha manera por el 

hecho de que el castigo vía sanciones administrativas puede llegar a descargar la labor de la 

administración de justicia (Martín, 2013). Es decir, el Poder Judicial no se dedicaría a 



31 
 

determinar sanciones administrativas cuando las entidades ejecutivas pueden cumplir con 

dicho rol. 

Del mismo modo, la administración pública contaría con mayores posibilidades de 

poder sancionar ciertas pequeñas conductas, las mismas que en sede jurisdiccional no serían 

del todo acertados. Y, otra de los fundamentos sería que cuando la administración pública 

sanciona a los administrados, estos podrán evidenciar una inmediación entre la autoridad 

sancionadora y el administrador. 

2.2.1.3 El procedimiento administrativo sancionador: precisiones. 

Hemos adelantado que el procedimiento administrativo sancionador viene a ser una 

inclusión de la Ley 27444. Antes de dicha normatividad no existía un texto con contenido 

general que podía ser aplicado a todas las entidades estatales, sino simplemente cada entidad 

estatal tenía propias normas especiales que muchas veces resultaban siendo contradictorias 

cuando se solucionaba casos prácticos a través de las normas especiales o sectoriales. 

Empero, con la entrada en vigencia de la ley mencionada en el párrafo anterior, dicha 

situación cambió para bien, dado que esta normatividad incluye por primera vez un conjunto 

de normas que regula el Derecho Administrativo Sancionador, y por ende el procedimiento 

sancionador. Aunque dichas normas se encuentran reguladas en calidad de procedimientos 

especiales, lo cierto es que dicha normatividad llega a contar con sus propias instituciones, sus 

principios, entre otros aspectos. 

Desde una perspectiva doctrinaria Danós (2019) fundamenta tres aspectos esenciales 

sobre la incidencia positiva del procedimiento administrativo sancionados -en adelante PAS-, 

los cuales vendrían a ser: 

 El Tribunal Constitucional a través de sus sentencias jugaría un papel fundamental 

debido a que en dichas sentencias estaría emitiendo una aclaración de las instituciones 
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jurídicas que componen dicha materia. En consecuencia, el legislador lo único que haría 

es cumplir los mandatos establecidos por este alto Tribunal porque el mismo emitiría 

normas de carácter fundamental y de obligatorio cumplimiento por parte de todas las 

personas. 

 El mismo autor señala que con la entrada en vigencia de la ley 27444 se habría 

reinvertido el principio de especialidad legislativa, la misma que determina que las 

normas especiales se encuentran con preferencia de aplicación de las normas generales. 

 Por último, el autor citado considera que desde la entrada en vigencia del Decreto 

Legislativo N° 1272, se habría regresado a la imposición normativa de que las leyes 

especiales deben de primar sobre las leyes generales; empero, las normas de la Ley 

27444 sería de naturaleza supletoria y de obligatorio cumplimiento por las entidades 

estatales, aun cuando estos tengan normas sectoriales. 

Como se puede apreciar, la regulación generalizada de las normas del Derecho 

Administrativo Sancionador y por ende del PAS, ha surgido como consecuencia del estudio 

pormenorizado desde la perspectiva jurisprudencial, doctrinario y sobre todo desde una 

perspectiva legislativa. En consecuencia, podríamos sostener que las normas sancionatorias - 

de acuerdo a la Ley 27444-, se encuentran en desarrollo y afianzando sus bases legales y 

filosóficas. 

2.2.1.3.1 Principios del procedimiento administrativo sancionador. 

Las ramas del Derecho llegan a independizarse no solo por el hecho de contar con 

normas sectoriales, sino también cuando estas cuentan con instituciones jurídicas propias, al 

igual que sus principios. De ahí que el Derecho administrativo sancionados también cuente con 

ciertos principios, que para efectos de la investigación procederemos a desarrollarlo haciendo 

una interpretación al artículo 248° de la Ley N° 27444, las cuales vienen a ser los siguientes: 
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 Legalidad 

Este principio señala que las entidades administrativas deben de contar con la potestad 

de sanción, siempre y cuando se le haya atribuido dicha posibilidad a través de normas 

jurídicas (Cobo, 2008). 

 Debido procedimiento 

Principio que señala que no es adecuado sancionar a los administrados si es que no se 

desarrolla un procedimiento adecuado en el que se les respeta sus derechos y se observa 

todas las garantías mínimas. 

 Razonabilidad 

Principio que determina que las sanciones que se debe de imponer a los administrados 

no sean muy benignas, tampoco dichas sanciones sean muy severos, sino solamente 

deben de ser proporcionales a las acciones administrativas cometidas (Vera, 2013). 

 Tipicidad 

Esta directriz determina que solo se puede sancionar a las personas -administrados-, si 

es que la infracción se encuentra contenida dentro de normas legales y sus respectivas 

consecuencias. No es permisible que haya infracciones contenidas en normas 

reglamentarias. 

 Irretroactividad 

Este principio prohíbe que las acciones cometidas con anterioridad a la entrada de una 

normatividad sean sancionadas con ello (Morón, 2005). Es decir, si una conducta se 

realiza antes que esté en vigencia una norma, y cuando ella entra no puede ser aplicado, 

porque la conducta es anterior a la norma. 

 Concurso de infracciones 
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Esta directriz determina que cuando una sola conducta de las personas puede calzar en 

la tipicidad de ciertas infracciones, solamente se debe de sancionar a la conducta que 

merecerá mayor sanción. 

 Continuación de la infracción 

Este principio determina que cuando un administrado incurrió en infracción y es 

sancionado, puede volver a ser sancionado siempre y cuando cometa la misma 

infracción en un tiempo mayor de 30 días. 

 Causalidad 

Este principio determina que las sanciones administrativas deben de ser impuestas a las 

personas que han llegado a cometer hechos que han infringido las normas jurídicas. No 

cabe la posibilidad de sanción a otro sujeto. 

 Presunción de licitud 

Este principio es conocido en la doctrina como la presunción de inocencia, la misma 

que determina que la administración pública siempre debe de presumir que los 

administrados actuaron apegadas a las normas jurídicas, si es que no cuentan con el 

material que determine lo contrario. 

 Culpabilidad 

Este principio determina que la responsabilidad en materia disciplinaria viene a ser de 

carácter subjetiva, lo cual implica que las personas que cometen la acción infractora lo 

hagan conociéndolo subjetivamente. Aunque existe posibilidades de que la 

responsabilidad sea objetiva, siempre y cuando la normativa llega a determinarlo como 

tal. 

 No bis in idem 
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Este principio llega a determinar que no es viable que haya sanciones de diferentes 

naturalezas si es que solamente a través de una conducta se he llegado a infringir las 

normas jurídicas que componen el ordenamiento jurídico (Nieto, 2012). 

2.2.1.4 Iter procedimental del procedimiento administrativo sancionador. 

El procedimiento sancionador inicia usualmente a través de una decisión oficiosa de las 

entidades administrativas. Dicha iniciativa de la autoridad competente puede darse porque el 

propio funcionario puede comenzar con el procedimiento, como también cuando existe una 

remisión de su superior jerárquico (Gómez y Sanz, 2013). Aunque existen posibilidades de que 

una tercera persona pueda realizar la denuncia correspondiente. O también, cuando se remita 

una decisión final de una fiscalización. 

Sea como sea que el funcionario competente tenga conocimiento del hecho de 

infracción, lo cierto es que la autoridad competente llegará a iniciar el procedimiento 

correspondiente (Vargas, s.f.). Ahora bien, una vez iniciado el procedimiento, corresponde a la 

autoridad notificarle al administrado infractor a efectos de que este pueda defenderse de las 

imputaciones que se le hacen en su contra. Con la notificación, el administrado podrá hacer 

valer su derecho al descargo, en el que señalará que su conducta no está fuera de los parámetros 

del Derecho o que su conducta se encuentra en causales extenuantes o excluyentes de la 

responsabilidad administradora. 

Cuando se inicia el procedimiento sancionador, el administrador cuenta con las 

posibilidades de poder realizar lo que se denomina como investigaciones preliminares, las 

mismas que tienen como finalidad el de determinar si efectivamente la conducta denunciada 

necesita o no ser procesado (Guzmán, 2018). Las investigaciones preliminares no sustituyen 

ninguna acción del administrador que debe de realizarse dentro del procedimiento, sino 
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simplemente este tiene como fin el de encontrar ciertas convicciones para que se inicie el 

procedimiento sancionador. 

Todo el desarrollo del procedimiento sancionador no se realiza solamente con la 

participación de un funcionario (Rojas, 2015). Una de las características fundamentales del 

procedimiento sancionador es que haya una separación de funciones entre el funcionario 

encargado de investigar las acciones del administrado y el funcionario que tiene como potestad 

la de resolver vía acto administrativo correspondiente. 

Todo procedimiento administrativo debe de tener una duración no mayor de nueves 

meses, aunque en casos excepcionales dicho plazo se puede alargar por un tiempo de tres meses 

más. En ese sentido, el procedimiento sancionador debe de concluir en un tiempo no mayor de 

un año. 

Ello implica que los procedimientos administrativos sancionadores concluyen de 

manera normal o anormal. Será normal cuando a consecuencia del procedimiento se determina 

la existencia de una infracción y por ende debe de ser sancionado el administrado; así mismo, 

será normal cuando a consecuencia del procedimiento se llega a determinar que la persona no 

ha llegado a cometer hechos infractores a las normas administrativas; como también cuando la 

autoridad competente -sea de oficio o a petición de parte-, señala que la administración pública 

ya no cuenta con el derecho de sancionar, toda vez que sus potestades ha prescrito. 

Por otro lado, el procedimiento sancionador puede concluir de manera anormal, y ello 

se presenta cuando por la demora, el funcionario no tiene otra alternativa que declara que el 

procedimiento ya ha caducado. Sobre esta figura nos centraremos a estudiar en los siguientes 

apartados. 
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2.2.1.5 La caducidad en el procedimiento sancionador. 

La caducidad es una institución que fue incluida recientemente dentro de nuestra 

normatividad administrativa. Cuando entró en vigencia la Ley 27444 no existía ninguna 

posibilidad de que caduquen los procedimientos administrativos, por lo que el legislativo a 

través del Decreto Legislativo N° 1272 recién incluye esta figura allá por los finales del año 

2016. 

En palabras de Alejos (2020) esta institución señala que, si el procedimiento 

sancionador no ha concluido en el plazo determinado por la ley, este procedimiento llegará a 

caducar, por lo que no existirá más remedio que declarar caducado y ello generará que el 

procedimiento sea archivado. 

La regulación de la caducidad de los procedimientos sancionadores tiene como 

fundamento la excesiva demora de los procedimientos sancionadores que se venía 

desarrollando a nivel nacional (Beato, 1996). Es decir, los procedimientos sancionadores 

demoraban mucho, por lo que a nivel legislativo se hizo necesario que se regule dicho vacío 

legal, porque no puede ser posible que en un Estado Constitucional como el nuestro un 

procedimiento se encuentre con mucha demora cuando lo adecuado es que los actos 

conducentes a la emisión de los actos administrativos a través de los cuales se ponía fin a los 

procedimientos sancionadores con la imposición de una sanción o cuando se les declaraba 

inocentes a los administrados. 

La caducidad es una institución muy antigua a nivel global del Derecho; empero, como 

se entiende regulado en el Derecho Administrativo es por primera vez (Sánchez y Valverde, 

2019). La caducidad a nivel general del Derecho es entendida como el derecho a través del cual 

una acción y derecho no ejercido llega a inhabilitarse por lo que no será posible que en futuras 
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acciones se pueda realizar. Es decir, la caducidad prohíbe ejercer derechos que no se ejercieron 

en un momento determinado. 

Pero, en lo que respecta al procedimiento administrativo sancionador, la caducidad hace 

referencia a que cuando el administrador no llega a concluir el procedimiento -emitir el acto 

administrativo correspondiente-, este deberá de concluirlo si es que no se soluciona el caso en 

nueve meses o en su defecto en doce meses. 

2.2.1.6 Fundamentos de la caducidad. 

La caducidad es una institución administrativa a través del cual los procedimientos 

administrativos que iniciaron llegan a concluir si es que el funcionario correspondiente no ha 

llegado a emitir el acto administrativo correspondiente. Es decir, esta institución sanciona con 

el archivo del procedimiento, si es que no se emite el acto administrativo correspondiente y no 

se notifica al administrativo. 

Como bien lo precisa Alejos (2020) “la caducidad tiene como objeto fijar un límite 

(temporal) a la potestad sancionadora del Estado” (p. 414). Si es que en dicho tiempo fijado el 

funcionario no emite el acto administrativo, este llegar a caducar. Corresponde precisar que de 

acuerdo al inciso 2 del artículo 259° el procedimiento administrativo no solo debe de concluir 

con la emisión de un acto administrativo, sino es necesario que este sea notificado. La 

notificación de los actos administrativos correspondientes juega un rol fundamental dado que, 

a través de dicha acción de comunicación, los actos administrativos llegan a ser eficaces. 

Por otro lado, la caducidad puede ser observada desde dos ópticas bastante definidas, 

las cuales vienen a ser: 

 Es una institución de carácter garantista a través del cual los ciudadanos van a saber 

cuánto tiempo durará el procedimiento administrativo sancionador que se les han 
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instaurado en su contra. En consecuencia, se puede considerar como un derecho de los 

ciudadanos. 

 Es una carga impuesta a la administración pública, toda vez que el legislador le ha fijado 

un tiempo a través del cual el acto administrativo debe de manifestarse a efectos de que 

puedan dar por concluido el procedimiento instaurado en contra de los administrados 

(Valverde, 2018). 

Estas dos ópticas a los que conduce el estudio de la caducidad dentro del procedimiento 

administrativo sancionador, permite fundamentarlo desde dos perspectivas principistas, los 

cuales vienen a ser los siguientes: 

 Principio de seguridad jurídica 

Todo procedimiento administrativo tiene un tiempo de duración. 

 

 Principio de eficacia 

Principio que determina que los administradores deben de actuar en un tiempo 

prudencia, lo cual generará efectos directos en relación al administrado. Adicional a 

ello, permitirá que las personas tengan una apreciación adecuada de los funcionarios, 

dado que estos están resolviendo sus asuntos de manera célere, lo cual permite confiar 

nuevamente en la administración pública. 

En consecuencia, recapitulando la fundamentación de la caducidad, vamos a señalar 

que esta viene a ser una institución que favorece al administrado, ello porque permite que las 

personas sepan cuánto tiempo durará un procedimiento en su contra y a partir de allí puedan 

defenderse a dilaciones innecesarias. 

Aunque debemos de precisar que la caducidad como institución administrativa 

permitirá que los procedimientos administrativos puedan concluir archivándose, empero ello 

solo llegará a ocurrir en una primera instancia (Gonzales, 2018). Con ello, se debe de precisar 
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que la caducidad administrativa no puede plantearse en un procedimiento de segunda instancia; 

ello porque el procedimiento recursal surge a consecuencia de que los administrados hacen uso 

de su facultad de contradicción y ello permite que se inicie un nuevo procedimiento en base a 

los recurrido por el administrado. 

2.2.1.7 La caducidad en el procedimiento sancionador y otras caducidades en el 

Ordenamiento Jurídico: diferencias y similitudes. 

Ya hemos adelantado que la caducidad no es una institución que puede ser aplicada 

solamente al PAS. No es una figura que le sea exclusiva de este tipo de procedimientos 

administrativos. Porque existen otras ramas del Derecho, donde también aparecen regulación 

con relación a la caducidad. 

Por ejemplo, una de las más clásicas caducidades lo podemos encontrar en el Código 

Civil, donde el legislador ha entendido que en aquellos casos donde la norma lo determina 

como tal debe de accionarse en un determinado tiempo y si es que no se llega a realizar dicha 

acción, llegará a caducar tanto el derecho y la acción con el cual contaba el sujeto. A nivel de 

la doctrina, se ha considerado a esta caducidad como la caducidad carga, la misma que impone 

una carga de acción y ejercicio de derechos, y si no se llega a realizar el derecho y la acción se 

pierde sin que existan posibilidades de que se puedan cuestionar judicialmente en el futuro. 

Como segundo aspecto tenemos a la denominada caducidad extinción, la misma que 

implica que se llega a perder un derecho que se tiene si es que dicho derecho no se ejerce de 

manera efectiva. Como bien señala Alejos (2020) “no se trata de una restricción para ejercer el 

derecho, sino que se prevé para extinguir un derecho que ya se tiene” (p. 416). 

Así mismo, también encontramos a lo que se denomina como caducidad perención, la 

misma que ha sido regulado dentro de la normatividad administrativa, la cual ha impuesto el 



41 
 

archivamiento del procedimiento sancionador, si es que el administrador no ha llegado a emitir 

y notificar el acto administrativo. 

2.2.1.8 La caducidad en las normas del Procedimiento Administrativo Sancionador: 

interpretación dogmática. 

La caducidad como institución perentoria se encuentra regulado en el artículo 259° de 

la Ley N° 27444. Esta institución jurídica administrativa ha sido incluida a nuestro 

ordenamiento administrativo a través del Decreto Legislativo N° 1272, que ha sido la norma 

con rango de ley que ha determinado la existencia de esta institución jurídica. 

Del artículo en mención, se desprende que, por la caducidad, un procedimiento 

administrativo llega a concluir si es que ello no ha concluido en un plazo de nueve meses, 

aunque excepcionalmente el administrador puede prorrogar dicho tiempo por tres meses más, 

con lo cual, la normatividad está dando posibilidades de que el procedimiento sancionador 

concluya en un tiempo de doce meses. 

Esta institución solamente es aplicable al procedimiento sancionador que se desarrolla 

en primera instancia; por lo que, no cabe la posibilidad de que se aplique la caducidad a la 

segunda instancia, esto porque, como ya hemos sostenido líneas arriba, la segunda instancia 

comienza por el cuestionamiento del administrado, el mismo que al hacer uso de su facultad 

de contradicción hace uso de los recursos administrativos a través de los cuales cuestiona el 

acto administrativo con lo que da comienzo al procedimiento administrativo sancionador 

recursal. 

Lo mencionado en el párrafo anterior encuentra sustento normativo en el inciso 1, donde 

en su última parte señala: la caducidad administrativa no aplica al procedimiento recursivo. 

Con ello, no existe la posibilidad de dilatar el procedimiento vía recursos para que se llegue a 

declarar la caducidad. Porque si el administrado hace uso de facultad de contradicción y plantea 
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un recurso de reconsideración y una vez que la autoridad emite el acto administrativo de 

segunda instancia, puede plantear el recurso de apelación, con lo cual el tiempo de duración 

del procedimiento sancionador llegaría a caducar. 

La normatividad procedimental en comentario, da la posibilidad de que a nivel de 

normas sectoriales se pueda fijar un tiempo mayor para la caducidad. Es decir, si a nivel de 

normas especiales se fijan tiempos mayores, y cuando se presenta dicha posibilidad, la norma 

general solamente será aplicado de manera suplementaria. 

La norma también es bien clara en señalar que el inicio del procedimiento sancionador 

se dará con la notificación que haga el administrador al administrado que en contra se inicia el 

procedimiento (Huapaya y Alejos, 2019). Aunque lo señalado en dicha normatividad no ha 

sido de recibo adecuado por los especialistas de la materia, dado que muchos han señalado que 

el procedimiento sancionador debe de comenzar con el acto de iniciación del procedimiento y 

no específicamente con su notificación, dado que dicha práctica habría venido manifestándose 

con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley. 

La incorporación de la caducidad al ordenamiento administrativo a través del D. L. 

1272 también ha sido precisado a través del D. L. 1452, cuyo mejor aporte es el inciso 5 del 

artículo 259° en el que se precisado los alcances de la caducidad con relación a ciertas 

actuaciones que se realizan. 

En ese sentido, haciendo una recapitulación de la normatividad señalada, vamos a 

precisar que la caducidad es regulada de manera perentoria, a través del cual el legislador ha 

dispuesto que los procedimientos sancionados que han sido iniciados de oficio deben de ser 

resueltas en un plazo de nueve meses y excepcionalmente pueden ser prorrogadas por un 

tiempo de tres meses, con lo cual el procedimiento puede durar un año hasta que el acto 

administrativo sea notificado al administrado. 
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2.2.1.9 Sobre la prórroga del plazo del procedimiento sancionador. 

De acuerdo al artículo 259° numeral 1, existe la posibilidad de que el procedimiento 

sancionador sea prorrogado por un tiempo de tres meses. Dicha posibilidad de prórroga deberá 

de ser sustentada centrándose en la ampliación del plazo, y ello se deberá de realizar en el 

tiempo que dura el procedimiento. No es factible que la prórroga del procedimiento se realice 

cuando ya venció el plazo, porque el procedimiento ya habría caducado, ya que la caducidad 

es de pleno derecho. 

De acuerdo al numeral 2 del art. 259, si es que la autoridad competente no emite el acto 

administrativo correspondiente, se entenderá que el procedimiento sancionador ha llegado a 

caducar de manera automática. Si es que la autoridad no emite el auto que declara caducado el 

procedimiento, el administrado tiene facultades como para que pueda solicitar la caducidad del 

procedimiento. 

Ahora bien, ya hemos señalado que el tiempo de duración de los procedimientos 

sancionadores pueden ser ampliadas por la autoridad competente, si es que así lo creen 

necesario. Esta posibilidad que se ha determinado normativamente da la posibilidad a las 

autoridades para que puedan emitir el acto administrativo en un tiempo mayor al plazo 

primigenio. 

El acto administrativo a través del cual se llega a prorrogar el procedimiento 

sancionador debe de encontrarse motivada de manera válida. Como bien señala Irit (2019) que, 

“la prórroga del plazo de caducidad no es un acto cualquiera que se debe de motivar con 

fórmulas vacías o explicaciones cortas” (p. 167). Como bien lo precisa el autor citado, es 

necesario que la prórroga del procedimiento -prórroga a través del cual se alarga el tiempo de 

caducidad-, resulte ser motivada con estándares amplios. 
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Si es que el acto a través del cual se dispone la prórroga del procedimiento no cumple 

con los estándares de la motivación con las explicaciones para que el administrado comprenda 

porqué es necesario ampliar el tiempo del procedimiento, el acto será nulo por contravenir la 

normatividad administrativa. 

2.2.1.10 Procedimiento sancionador concluido por caducidad y la potestad 

administrativa de que se inicie nuevo procedimiento. 

El artículo 259° de la LPAG ha dispuesto que, una vez concluida el procedimiento 

disciplinario vía caducidad, el funcionario competente de la materia puede llegar a iniciar 

nuevo procedimiento. La disposición normativa no obliga al funcionario a iniciar el 

procedimiento, sino le da discreción para que inicie nuevo procedimiento si es que la infracción 

que dio inicio al procedimiento no aún no ha llegado a prescribir. 

Ahora bien, aunque la norma posibilita que el administrador pueda emitir nuevo acto a 

través del cual se inicia nuevo procedimiento sancionador, por nuestra parte creemos que dicha 

normatividad vulnera principios como la non bis in ídem, ya que la administración pública 

puede perseguir nuevamente, aun cuando haya concluido el procedimiento sancionador, con lo 

cual los principios de seguridad jurídica y la non bis in ídem se verían trastocados de manera 

amplia. 

Adicional a ello, de qué serviría que un procedimiento sancionador llegue a un estado 

de caducidad si es que nuevamente al administrado le van a dar apertura un nuevo 

procedimiento por las mismas infracciones. No existe ningún sustento para que concluya el 

procedimiento vía caducidad, si el funcionario podrá volver a iniciar nuevo procedimiento 

sancionador en contra del administrado. 
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2.2.2 Principio de plazo razonable. 

Cuando el legislador a dispuesto la regulación de ciertos plazos ha dado a entender que 

los procedimientos administrativos sancionadores deben de culminar en un plazo razonable. Es 

más, el legislador a fija que los PAS deben de concluir en un plazo de nueve meses. Dicho 

plazo no induce a que el acto administrativo final se emita recién en el último día de los nueve 

meses o se notifique esta, sino ha entendido que dicho plazo debe de ser el tiempo en el cual 

se debe de emitir el acto administrativo correspondiente. 

Por lo que el administrador muy bien puede concluir el procedimiento sancionador en 

un plazo de seis meses, de siete u ocho o los meses que en realidad considera que debe de 

concluir los procedimientos sancionadores (Ramírez, 2013). En ese sentido, el plazo regulado 

en la normatividad de la materia, hace énfasis en que, en dicho periodo, debe de concluir el 

procedimiento porque si aún sigue persistiendo, el procedimiento llegará a archivarse de 

manera tal que el administrado ya no estará sometido a ningún procedimiento en su contra. 

En ese sentido, se puede advertir que el plazo razonable o duración razonable -como 

también lo conoce la doctrina-, de los procedimientos administrativos es adecuado, dado que 

la misma obliga al administrador a que pueda emitir el acto administrativo que pone fin al 

procedimiento administrativo ya que no es posible que una persona se encuentre en estado de 

incertidumbre sin saber hasta cuándo durará los procedimientos sancionadores en su contra. 

Aunque precisando términos, nuestra legislación nacional sobre la materia ya fijó 

cuánto tiempo debe de durar el procedimiento sancionador y ello viene a ser de nueve meses, 

prorrogable por un periodo de tres meses más. Es decir, los procedimientos sancionadores 

deben de durar por lo máximo -entre el tiempo normal y prorrogado-, doce meses. 
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2.2.2.1 Aspectos generales sobre el plazo razonable. 

Legislativamente se ha entendido que el procedimiento administrativo es el aglomerado 

de actos que se encuentran ordenadas entre sí con la única finalidad de que en su conclusión se 

emita un acto administrativo. En ese sentido, el desarrollo del procedimiento implicará que los 

plazos dispuestos lleguen a cumplirse de manera inexorable. 

Es por dicha razón que los procedimientos deben de estar apegadas al cumplimiento de 

los plazos. Dichos plazos son de obligatorio cumplimiento, toda vez que no se debe dejar 

desamparado lo relacionado a los aspectos meramente enumerados por la normatividad, sino 

deben de cumplirse con total exactitud. 

Para poder evitar que las dilaciones se realizan de manera innecesaria a nivel 

administrativo se viene implementando nuevas instituciones como las posibilidades de escritos 

de pronto despacho, las denominadas quejas por defecto de trámite que dentro de sí contempla 

lo relacionado a la inobservancia de los plazos y términos, y otras instituciones, incluso como 

el silencio administrativo positivo y negativo, mecanismos que pueden interpretarse cuando la 

administración pública no emite el acto administrativo correspondiente en el plazo que se ha 

fijado de manera concreta dentro de la normatividad administrativa. 

Por ello, por la infundada razón de que los plazos administrativos se dilaten y 

prolonguen en el tiempo, corresponde señalar que la conclusión del procedimiento 

administrativo cumpla con los plazos previstos en la normatividad correspondiente de la 

materia. 

2.2.2.2 La duración razonable como contenido del debido procedimiento. 

Está demás señalar que el debido procedimiento como principio es de carácter 

complejo, debido a que se encuentra compuesto por un conjunto de garantías, dentro de los 
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cuales encontramos al plazo razonable, cuyo componente administrativo implica que los 

procedimientos puedan concluir en un determinado tiempo. 

Por otro lado, cuando se estudia el plazo razonable desde una perspectiva normativa 

internacional, corresponde señalar que en la Convención Americana de Derechos Humanos se 

ha señalado que los procesos judiciales deben de concluir en un tiempo o plazo razonable. 

Dicha prescripción normativa de alcance internacional puede normalmente ser 

interpretado para ser aplicado a las normas del procedimiento administrativo, por lo que el 

plazo razonable no solo puede ser propio de la administración de justicia, sino también puede 

ser aplicado al procedimiento administrativo. 

Como el derecho al plazo razonable determina que los procedimientos administrativos 

concluyan en un determinado tiempo, ello implica que las personas que son sometidas al 

procedimiento sean sancionadas solamente en un plazo fijo, no cabe la posibilidad de que los 

funcionarios puedan emitir resoluciones a consecuencia de un desarrollo procedimental 

dilatado. 

Por ello, creemos que el plazo razonable constituye en un elemento integrante del 

principio al debido procedimiento administrativo. Como bien lo señala Durán (2022) “no cabe 

duda que el procedimiento administrativo de duración razonable forma parte del contenido del 

debido proceso” (p. 329). 

2.2.2.3 El plazo razonable como manifestación de las buenas prácticas 

administrativas. 

Ya desde mucho tiempo se viene haciendo referencia a lo que se entiende como buenas 

prácticas administrativas, la misma que hace referencia a las acciones de los administrados 

dirigidos a concluir los procedimientos administrativos de manera adecuada, cumpliéndose con 
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los plazos, realizando las acciones correspondientes con la finalidad de que se desarrolle los 

procedimientos administrativos de manera apegada a las normas constitucionales y legales. 

Como las buenas prácticas no se constituyen en cumplimiento de normas 

administrativas -legales-, o normas de carácter constitucional. Empero, ello no implica que las 

mismas no se encuentren como condicionantes para el cumplimiento de los funcionarios y/o 

servidores públicos. 

Por ello, bajo dichas premisas se puede tener en cuenta que la administración pública - 

es decir en la conducta de los funcionarios y servidores públicos-, para que estos puedan 

desarrollar el procedimiento sancionador de acuerdo a los parámetros del ordenamiento 

jurídico. 

Si es que los funcionarios de la administración pública emiten los correspondientes 

actos administrativos cumpliendo con los plazos correspondientes, estos no solo se están 

adecuado a las normas constitucionales, sino también se está ejerciendo las buenas prácticas 

administrativas. Ello permite que los plazos y términos son observados efectivamente de 

acuerdo a los estándares establecidos dentro de la normatividad nacional. 

2.2.2.4 Procedimiento administrativo sancionador y el plazo razonable. 

Nuestra legislación nacional contempla un procedimiento administrativo general y los 

también denominados procedimientos especiales. Dentro de la segunda clasificación, se 

encuentran el sancionador, el procedimiento trilateral y el procedimiento disciplinario. 

Tanto el procedimiento sancionador como el disciplinario vienen a ser dos tipos de 

procedimiento que encuentran su origen en el denominado ius puniendi estatal del cual el único 

titular viene a ser el Estado. Es el Estado el único que puede sancionar a las personas, porque 

el monopolio lo tiene solamente el Estado. 
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Ahora bien, como el único autorizado para sancionar a los administrados solamente 

viene a ser el Estado, este ente ficticio también se constituye en el único acreditado para dar 

inicio a los procedimientos sancionadores. En ese sentido, el procedimiento disciplinario 

permite sancionar a los administrados, si es que efectivamente estos han llegado a realizar 

alguna infracción de carácter administrativo. 

Nuestra normatividad nacional, ha determinado que los procedimientos sancionadores 

deben de culminar en un tiempo no mayor de nueve meses, las mismas que deben de ser 

contabilizadas desde la notificación del acto administrativo inicial (Irit, 2019). Con ello se 

puede apreciar que para nuestro legislador parece un plazo razonable que los procedimientos 

sancionadores tengan una duración no mayor de nueve meses, aunque las mismas pueden ser 

prorrogadas por un tiempo mayor, adicionando el plazo hasta los tres meses. En consecuencia, 

de acuerdo a nuestro legislador peruano, el plazo que es razonable para que concluya el PAS 

es de un año, con prórroga. 

Empero, teniendo en consideración a las buenas prácticas y el contenido constitucional 

del plazo razonable, los funcionarios deben de hacer lo posible para que los actos 

administrativos que ponen fin a los PAS concluyan en el menor tiempo posible, toda vez que 

las mismas permitirán que el acto administrativo sea más efectivo en cuanto al despliegue de 

sus efectos. 

En consecuencia, el plazo razonable en materia del procedimiento sancionador implica 

que los funcionarios públicos deben de permitir que el PAS culmine en un tiempo prudencial, 

incluso antes que el procedimiento llegue a caducarse, no por el hecho que el legislador haya 

establecido que este tipo de procedimientos deben de culminar en nueve meses, implica que en 

realidad se deben de tomar dicha cantidad de tiempo, sino incluso se debe de emitir el acto 

administrativo con anterioridad. 
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2.2.2.5 El plazo razonable como garantía del administrado. 

El derecho al plazo razonable es un derecho implícito al debido procedimiento; ya que 

este último al ser un derecho de carácter fundamental y un principio, permitirá que las personas 

puedan estar garantizadas de acuerdo a los parámetros de la normatividad constitucional y legal 

del ordenamiento jurídico (Durán, 2022). 

Es por el ejercicio del derecho a un plazo razonable que los administrados siempre 

deben de ser sancionados en el menor plazo posible. Es decir, como el PAS es un procedimiento 

a través del cual se impondrá una sanción, ello implica que dicha acción administrativa debe 

de manifestarse en el tiempo que lo determina la normatividad administrativa correspondiente. 

Y, como los procedimientos sancionadores siempre van a restringir derechos, imponer 

obligaciones, entre otros aspectos; dichos resultados siempre se deben de manifestar en un 

determinado tiempo, por lo que su prolongación pondrá al administrado en estado de 

incertidumbre debido a que no sabrá en qué momento llegará a concluir el procedimiento en 

su contra y si ello implicará que en su contra se imponga una sanción o por otro lado se llegue 

a declarar como no infractor. 

En consecuencia, el plazo razonable implica una garantía para los administrados, el 

mismo que encuentra sustento dentro de la normatividad nacional, debido a que se encuentra 

dentro de los principios y las normas del debido procedimiento administrativo del cual es titular 

todo administrado que se encuentra inmerso dentro de un procedimiento sancionador 

(Espinoza, S.F.). 

2.2.3 Aportes del autor. 

El procedimiento administrativo sancionador ya no se encuentra regulado en el sentido 

que brinda posibilidad al administrador de que pueda emitir el acto administrativo cuando a él 

le parece adecuado. En nuestros días, desde la entrada en vigencia del Decreto Legislativo 1272 
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y 1452, existe la figura de la caducidad la misma que hace referencia a que un procedimiento 

iniciado si no llega a culminar en un plazo de noventa días, el mismo será archivado toda vez 

que ello implicará que el procedimiento ha caducado. La regla general es que el procedimiento 

debe de concluir en nueve meses, empero, si es que existe alguna causa que justifique y permita 

motivar la resolución, el funcionario puede ampliar o prorrogar dicho tiempo por tres meses 

más; es decir, el procedimiento sancionador debe de culminar, a lo mucho, en doce meses. 

En ese sentido, lo que ha creído conveniente el legislador es que los procedimientos 

sancionadores culminen en un plazo no mayor de doce meses. Es decir, el plazo razonable para 

el legislador es que los PAS concluyan en nueve meses y excepcionalmente en doce meses, 

dado que existe la posibilidad de que se llegue a caducar el procedimiento en dicho tiempo. 

En ese sentido, la caducidad administrativa implica una garantía para el administrado, 

porque si el funcionario competente no pone fin al procedimiento sancionador a través de un 

acto administrativo, el procedimiento se llegará a archivar lo cual obliga al administrador actuar 

de acuerdo a lo estipulado con las normas jurídicas pertenecientes al Derecho Administrativo. 

Aunque la consecuencia directa de la caducidad es que el procedimiento llegue a 

archivarse, lo que para nosotros no nos parece justificable es que, aun culminado el 

procedimiento vía caducidad, el administrador tenga con la prerrogativa de poner iniciar nuevo 

procedimiento si es que el hecho que llegó a ser considerado como infracción aún no ha llegado 

a caducar. 

Cuando el procedimiento se caduca por la inacción del funcionario, empero posibilite 

a la administración pública a que se pueda iniciar nuevamente otro procedimiento, no tiene 

sentido para el investigador. Nos explicamos. Si la caducidad es una institución casi 

sancionadora para el administrador por su inacción, porque implicará que procedimiento 
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sancionador llegue a caducarse, no es posible que la administración pública pueda comenzar 

nuevamente a investigar por la misma conducta de infracción del administrado. 

Si se ha señalado que la caducidad tiene un sustento en la seguridad jurídica porque 

permitiría que el administrador tenga conocimiento del tiempo de duración del desarrollo del 

procedimiento sancionador, ello no tendría ningún sentido, si es que una vez concluida el 

procedimiento nuevamente el administrador pueda ser procesado por el mismo hecho que ya 

dio la caducidad del procedimiento. 

Se debe de adicionar que, bajo lo planteado por el legislador patrio, si es que un 

procedimiento llega a su fin vía caducidad, empero la misma puede ser abierto nuevamente, la 

caducidad no sanciona en nada, porque el administrador tendrá un nuevo tiempo de nueve 

meses en el que podrá resolver el fondo del asunto y de esa forma llegar a sancionar -se es 

viable-, al administrado. 

Del mismo modo, nos preocupa la abierta transgresión del principio de non bis in ídem, 

la misma que prohíbe una doble sanción como también una doble investigación por la comisión 

del mismo hecho. 

Y, como se puede apreciar, que en un procedimiento administrativo sancionador ya se 

investigó un hecho, empero por la negligencia del administrado no se llegó a emitir el acto 

administrativo correspondiente y por ello el procedimiento ya llegó a su fin, cómo es posible 

que nuevamente el administrador pueda iniciar el procedimiento en contra del administrado. 

Como se puede apreciar dicha acción de la administración pública es a todas luces 

arbitraria y vulnera el principio en mención. Ello se materializa porque el sujeto viene a ser el 

mismo, del mismo modo, los fundamentos destinados a que se emita la sanción también son 

los mismo y por último el hecho será lo mismo, ya que el inicio del nuevo procedimiento se 

dará solamente porque no se pudo emitir el acto administrativo correspondiente. 
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Por otro lado, creemos que haciendo una adecuada interpretación y sobre todo 

teleológica, del principio al plazo razonable, este permitirá que los procedimientos 

administrativos puedan culminar no tanto en atención a lo establecido por el legislador, sino 

dependiendo de las conductas de los funcionarios y servidores que de una u otra manera van a 

emitir el acto administrativo correspondiente. 

2.3. Bases filosóficas 

 

Históricamente los hombres se han regido por costumbres, por normas convencionales y 

en su mayoría aquellas que se han impuesto todo ello con el fin de que el poder del Estado se 

instituya y permanezca en el tiempo, ello servía como un buen pretexto para hacer ver que se 

tenía que proteger el derecho de todos los individuos, una de esas imposiciones han sido las 

normas administrativas, en particular las normas de sanción dentro de las mismas. 

Siempre deberá tenerse en cuenta que las normas administrativas son un conjunto de las 

mismas que buscan justificar que se debe cumplir aquello que “es bueno para todos” por lo 

que, desde un positivismo puro, la realidad que nos circunda es necesaria mantenerla siempre 

controlada, la transgresión a estas normas de “consenso” deben ser severamente castigadas 

como ejemplo del poder del Estado. 

En este caso, desde la óptica del aspecto ético filosóficamente valorativa, importa la 

protección de una estructura diseñada por un estado todo poderoso que desde la visión del 

investigador no justifica, puesto que muchos abusos y verticalismos se imponen con gran decisión 

lo que de modo alguno se verá mediatizado cuando hayas miradas subversivas contra un orden 

impositivo y no democrático que valida los interese de los demás. 

Finalmente, ontológicamente permite comprender al ser y su naturaleza en un Estado que 

se dice de derecho, pero que, en muchos casos, se instituye a un Estado represor con las 

necesidades y desarrollo individualista el paradigma positivista muchas veces esconde la v 
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verdadera intención de humano que utiliza instituciones jurídicas del PAS para enquistarse en 

el poder por muchos años. 

2.4. Definición de términos básicos 

 

 

 Acto administrativo 

El acto administrativo viene a ser una decisión de la autoridad correspondiente, a través 

del cual la autoridad competente pone fin al procedimiento administrativo y 

consecuentemente se llega a atribuir facultades a los administrados, establecer 

obligaciones y restringir derechos. 

 Administrado 

El administrado viene a ser la persona natural o colectiva que en contra de ella la 

autoridad administrativa comienza un procedimiento sancionador en su contra, dado 

que la misma habría llegado a incumplir con lo dispuesto por las normas administrativas 

correspondientes. 

 Caducidad 

Institución administrativa que tiene como finalidad que los procedimientos 

sancionadores lleguen a su fin si es que el mismo no llega a concluir en un plazo de 

nueve meses. Su finalidad de esta institución es que el procedimiento llegue a ser 

archivada. 

 Debida motivación 

Es un derecho y garantía con el cual cuentan las personas, la misma que obliga a la 

administración pública a que puedan darle razones suficientes de una decisión, la misma 

que debe de ser entendible para el administrado. Este derecho impone la obligación al 

administrado de explicar sus decisiones. 

 Non bis in ídem 
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Principio perteneciente al Derecho en general a través del cual se pretende impedir que 

un administrado llegue a ser sancionado dos veces por la misma acción que ha 

cometido. 

 Plazo razonable 

Principio – derecho que determina que los procedimientos y los procesos deben de 

concluir en un determinado plazo, porque la demora excesiva injustificada perjudica a 

las personas. 

 Potestad punitiva 

Es la facultad con el cual cuenta el Estado para poder sancionar a las personas si es que 

estos llegan a cometer alguna infracción entendida como tal. 

 Presunción de licitud 

Principio administrativo que impone el deber a los administradores para que los 

administrados sean considerados como inocentes durante el desarrollo del 

procedimiento sancionador. 

 Procedimiento administrativo 

Conjunto de acciones y también de diligencias que se encuentran ordenadas entre sí y 

concatenadas con la finalidad de que se llegue a emitir un acto administrativo a través 

del cual se cree obligaciones, restricciones o potestades en favor de los administrados. 

 Procedimiento sancionador 

Conjunto de acciones y diligencias a través de los cuales el Estado pretende emitir un 

acto administrativo destinado a sancionar o no al administrado. 

 Prorroga 

Institución jurídica a través del cual, un plazo determinado se puede llegar a ampliar si 

es que la situación lo amerita como tal. 

2.5. Hipótesis de investigación 
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2.5.1. Hipótesis general 

 

 

H.G. La caducidad administrativa del procedimiento sancionador se relaciona 

positivamente con el principio de plazo razonable, dado que opera la primera con 

celeridad por la inacción del estamento administrativo, Gobierno Regional de Lima 

Provincias en resolver la acción iniciada contra el infractor en el año 2022. 

 

2.5.2. Hipótesis específicas 

 

 

H.E.1 La caducidad del procedimiento sancionador no perjudica a la administración 

pública, por cuanto la caducidad no impide que se pueda reabrir un nuevo proceso 

sancionador en el Gobierno Regional de Lima Provincias en el año 2022. 

H.E.2 La caducidad del procedimiento sancionador no perjudica al instituto de la 

prescripción, por cuanto mientras no haya prescrito la acción, se puede reabrir el 

procedimiento aun caduco en el Gobierno Regional de Lima Provincias en el año 2022. 

H.E.3 La caducidad del procedimiento sancionador se diferencia con la institución de 

la caducidad del Código Procesal Civil en el Gobierno Regional de Lima Provincias en 

el año 2022. 
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2.6. Operacionalización de las variables 

 

 

Problema 

General 

 

Hipótesis 

 

Variable 

Definición Conceptual Definición 

Operacional 

Dimensiones  

Indicadores 

¿Cómo la caducidad 
administrativa del 

procedimiento 
administrativo 
sancionador que opera 
en la administración 
pública se relaciona 
con el principio de 
plazo razonable en el 
Gobierno Regional de 

Lima Provincias en el 
2022?. 

H.G. La caducidad 

administrativa del 
procedimiento sancionador 
se relaciona positivamente 
con el principio de plazo 

razonable, dado que opera 
la primera con celeridad 
por la inacción del 
estamento administrativo, 
Gobierno Regional de 
Lima Provincias en 
resolver la acción iniciada 
contra el infractor en el año 

2022. 

La caducidad 

administrativa del 
procedimiento 
sancionador. 

En materia administrativa la 

caducidad en proceso 
administrativo sancionador 
opera cuando haya 
transcurrido 9 meses desde su 

apertura y excepcionalmente 
vence a los tres meses 
adicionales. 

Procedimientos que 

vence en un breve 
periodo, en dicho 
plazo hay una 
limitación en la 

actuación, lo que 
impide un 
procesamiento 
diligente, máxime si 
existe inercia 
administrativa. 

Breve periodo. 

 
Limitación de la 
actuación. 

 

 
Administración 
diligente. 

 

 
Inercia administrativa. 

Caducidad del proceso 

administrativo 
sancionador. 

Aplicación opera de 

inmediato ya sea de 
oficio o a solicitud del 
administrado. 

  Principio de plazo 
razonable. 

Principio constitucional que 
brinda una acción tuitiva a 
todos los que se encuentran 
sometidos a procesos 
administrativos y penales. 

Principio 
constitucional que 
limita las 
actuaciones 
procesales, en este 

caso a un corto 
plazo, el mismo que 
se considera 
necesario que busca 
la proporcionalidad 
administrativa. 

Principio 
constitucional. 

 

Plazo necesario. 

 

 

Principio legal 
administrativo. 

 

 
Proporcionalidad 
administrativa. 

Cumplimiento del 

principio de celeridad 
del plazo. 

 

Aplicación de normas 
internas. 
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CAPÍTULO III 

METODOLOGÍA 

 

3.1 Diseño metodológico 

 
3.1.1 Tipo de la investigación. 

Considerando el propósito que toda investigación tiene corresponde al tipo aplicada, o 

denominado práctica, desarrollado en el ámbito administrativo y de alguna manera en el 

constitucional teniendo en cuenta la caducidad del procedimiento administrativo sancionador 

con posiciones dogmáticas y doctrinarias, no siempre uniformes, pero que han conllevado a 

una aplicación pragmática dado que se involucra un problema talante y que requiere una 

atención normativa y objetiva. 

3.1.2 Nivel de investigación. 

Tal como se desprende de la hipótesis general y respectivas variables (tesis bivariada): 

caducidad administrativa del procedimiento administrativo sancionador vs. Plazo razonable, 

esta es una investigación de nivel correlacional por cuanto encuentra que las dos variables 

precitadas se encuentran en un mismo nivel, esto es que cualquiera de ellos se antepone y se 

pospone en las hipótesis formuladas y que para el presente caso encuentra una correlación 

positiva. 

3.1.3 Enfoque de la investigación. 

Aunque con mayor peso en lo cualitativo, pero de hecho tiene un enfoque mixto, 

cualitativo pues como se ha tenido en cuenta una serie de posiciones teóricas doctrinales sobre 

el derecho administrativo, es decir que la caducidad del plazo para que opere dicha institución 

es elementalmente corto, permite una impunidad es cuantitativo, dado que si bien se toma en 

consideración aspectos ortodoxos, doctrinarios del derecho administrativo hay un prospecto 
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estadístico que ofrece una precisión que al interpretar los resultados, no hay duda que se ha 

obtenido lo deseado. 

3.1.4 Esquema de investigación. 

Como se ve la investigación tiene carácter no experimental puesto que, no se ha 

recurrido a un experimento bajo ninguna regla, así pues, no existe experimento de carácter 

científico lo que se recoge es mediante la observación lo que se evidencia de allí que en las 

bases filosóficas se habla de un positivismo conservador. 

3.1.5 Estilo de investigación. 

El estudio es de corte transversal, pues el investigador ha realizado la encuesta en un 

solo momento, en un tiempo cronológicamente de un año 2022 así se desprende de los 

resultados que son visibles. 

3.2 Población y muestra 

 

3.2.1 Población. 

La población que se ha tenido en cuenta para esta tesis la conforman: abogados 

especialistas en derecho administrativo, funcionarios, servidores públicos, gerentes y 

directores, que en total son 76 personas. 

3.2.2 Muestra. 

Como se puede advertir de la glosa anterior en el segmento anterior, la población es 

muy pequeña, siendo así toda ella se ha tomado para la muestra. 

3.3 Técnicas de recolección de datos. 

 

3.3.1 Técnicas. 

La recopilación de información que en este caso se ha tenido solo son las encuestas que 

han permitido recoger información relevante sobre el plazo razonable, y el corto tiempo o plazo 
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que tienen la administración pública para sancionar, caso contrario opera la caducidad del plazo 

y definitivamente se archiva la causa abierta en razón a ello se ha toma en cuenta: 

 Encuestas: Ha permitido recopilar valiosa respuesta que sirvió para procesar, 

interpretar y definir. 

 

 

3.4 Técnicas para el procesamiento de información 

Siendo una investigación mixta (cuantitativa-cualitativa) se ha utilizado fórmulas 

estadísticas las mismas que han llevado a resultados producto del análisis e interpretación de 

los tópicos más relevantes en materia administrativa y sobre proceso sancionador. 
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CAPÍTULO IV: 

 

RESULTADOS 

 

4.1 Análisis de resultados 

Tabla 1: Brevedad del plazo 
 

Considera que ¿Es demasiado breve el plazo para que se configure la caducidad del periodo 

que tiene el procedimiento administrativo en su arista sancionadora? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 10 13,2% 
De acuerdo con la afirmación 9 11,8% 

Manifiesto cierta duda al respecto 7 9,2% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 46 60,5% 

Es mejor no opinar 4 5,3% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 
 

 

Figura 1: Brevedad del plazo 

Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 60,5% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran su absoluto rechazo con la afirmación que es demasiado breve el 

plazo para que se configure la caducidad del periodo que tiene el procedimiento administrativo en su 

arista sancionadora, un 13,2% muestran plena y absoluto acuerdo, un 11,8% están de acuerdo con la 

afirmación, un 9,2% manifiestan cierta duda al respecto y un 5,3% sostienen que es mejor no opinar. 
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Tabla 2: Limitación del tiempo para la actuación del administrado 
 

Cree usted que ¿Es demasiado limitado el tiempo para la actuación administrativa y se debe a 
la premura de la caducidad administrativa del procedimiento sancionador? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 4 5,3% 
De acuerdo con la afirmación 2 2,6% 

Manifiesto cierta duda al respecto 47 61,8% 
Mi absoluto rechazo con la afirmación 8 10,5% 

Es mejor no opinar 15 19,7% 
Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 2: Limitación del tiempo para la actuación del administrado 

Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 61,8% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran su manifiesto cierta duda al respecto en que es demasiado limitado 

el tiempo para la actuación administrativa y se debe a la premura de la caducidad administrativa del 

procedimiento sancionador, un 19,7% sostienen que es mejor no opinar, un 10,5% muestran su absoluto 

rechazo con la afirmación, un 5,3% afirman tener plena y absolutamente de acuerdo y un 2,6% están de 

acuerdo con la afirmación. 
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Tabla 3: Limitación de las actuaciones administrativas 
 

De acuerdo a su experiencia ¿la limitación de la actuación administrativa se debe a la 
caducidad del proceso por lo que hay una necesidad de requerir más plazo? 

Categorias Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 13 17,1% 

De acuerdo con la afirmación 8 10,5% 

Manifiesto cierta duda al respecto 4 5,3% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 40 52,6% 

Es mejor no opinar 11 14,5% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 

. 

 

 

Figura 3: Limitación de las actuaciones administrativas 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 52,6% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran su manifiesto su absoluto rechazo con la afirmación la limitación de 

la actuación administrativa se debe a la caducidad del proceso por lo que hay una necesidad de requerir 

más plazo, un 17,1% muestran pleno y absoluto acuerdo, un 14,5% sostiene que es mejor no opinar y 

un 10,5% están de acuerdo con la afirmación. 
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Tabla 4: Caducidad como impunidad 
 

De acuerdo a su conocimiento ¿La caducidad es un instrumento que permite la impunidad 
de los servidores que infringen la norma? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 4 5,3% 

De acuerdo con la afirmación 45 59,2% 

Manifiesto cierta duda al respecto 7 9,2% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 17 22,4% 

Es mejor no opinar 3 3,9% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 4: Caducidad como impunidad 

Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 59,2% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran estar de acuerdo con la afirmación La caducidad es un instrumento 

que permite la impunidad de los servidores que infringen la norma, un 22,4% sostienen su absoluto 

rechazo con la afirmación, un 9,2% manifiestan cierta duda al respecto y un 5,3% muestran pleno y 

absoluto acuerdo. 
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Tabla 5: Aplicación de la sanción oficiosa 
 

Conforme a su experiencia ¿la sanción administrativa se aplica de inmediato cuando se 
manifiesta de oficio? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 14 18,4% 

De acuerdo con la afirmación 12 15,8% 

Manifiesto cierta duda al respecto 14 18,4% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 25 32,9% 

Es mejor no opinar 11 14,5% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 5: Aplicación de la sanción oficiosa 

Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 32,9% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran su absoluto rechazo con la afirmación que la sanción administrativa 

se aplica de inmediato cuando se manifiesta de oficio, un 18,4% muestran plena y absoluto acuerdo, un 

18,4% manifiestan cierta duda al respecto, un 15,8% están de acuerdo con la afirmación y un 14,5% 

afirman que es mejor no opinar. 
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Tabla 6: Sanción administrativa de acuerdo a solicitud de terceros 
 

Conforme a su experiencia ¿la sanción administrativa se aplica de inmediato cuando hay 
una solicitud expresa de los particulares o terceros? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 5 6,6% 
De acuerdo con la afirmación 8 10,5% 

Manifiesto cierta duda al respecto 7 9,2% 
Mi absoluto rechazo con la afirmación 44 57,9% 

Es mejor no opinar 12 15,8% 
Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 6: Sanción administrativa de acuerdo a solicitud de terceros 

Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 57,9% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran su absoluto rechazo con la afirmación que la sanción administrativa 

se aplica de inmediato cuando hay una solicitud expresa de los particulares o terceros, un 15,8% 

sostienen que es mejor no opinar, un 10,5% están de acuerdo con la afirmación, un 9,2% manifiestan 

cierta duda al respecto y un 6,6% están plena y absolutamente de acuerdo. 
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Tabla 7: Diligencia de la administración en la actuación sancionatoria 
 

Considera usted que ¿la administración es diligente a la hora de indagar, investigar y 
procesar la sanción administrativa? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 5 6,6% 

De acuerdo con la afirmación 6 7,9% 

Manifiesto cierta duda al respecto 11 14,5% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 34 44,7% 

Es mejor no opinar 20 26,3% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 7: Diligencia de la administración en la actuación sancionatoria 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 44,7% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran su absoluto rechazo con la afirmación que la administración es 

diligente a la hora de indagar, investigar y procesar la sanción administrativa, un 26,3% sostienen que 

es mejor no opinar, un 14,5% manifiestan cierta duda al respecto y un 7,9% están de acuerdo con la 

afirmación. 
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Tabla 8: Diligencia de la administración en la imposición de las sanciones 
 

Considera usted que ¿la administración es diligente a la hora de ejecutar la sanción 

administrativa? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 12 15,8% 

De acuerdo con la afirmación 3 3,9% 

Manifiesto cierta duda al respecto 14 18,4% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 45 59,2% 

Es mejor no opinar 2 2,6% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 8: Diligencia de la administración en la imposición de las sanciones 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 59,2% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran su absoluto rechazo con la afirmación que la administración es 

diligente a la hora de ejecutar la sanción administrativa, un 18,4% manifiestan cierta duda al respecto, 

un 15,8% están plena y absolutamente de acuerdo, un 3,9% están de acuerdo con la afirmación y un 

2,6% sostienen que es mejor no opinar. 
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Tabla 9: Inercia del administrador y la caducidad 
 

Considera usted que ¿dentro de un proceso administrativo sancionador la caducidad opera 
debido a la inercia administrativa? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 55 72,4% 
De acuerdo con la afirmación 11 14,5% 

Manifiesto cierta duda al respecto 6 7,9% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 4 5,3% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 9: Inercia del administrador y la caducidad 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 72,4% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran que dentro de un proceso administrativo sancionador la caducidad 

opera debido a la inercia administrativa, un 14,5% están de acuerdo con la afirmación, un 7,9% 

manifiestan cierta duda al respecto y un 5,3% evidencian su absoluto rechazo con la afirmación. 
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Tabla 10: Obstaculización del administrado y la caducidad 
 

Considera usted que ¿dentro de un proceso administrativo sancionador la caducidad opera 

debido a la obstaculización por parte del administrado? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 5 6,6% 

De acuerdo con la afirmación 8 10,5% 
Manifiesto cierta duda al respecto 46 60,5% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 9 11,8% 

Es mejor no opinar 8 10,5% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 10: Obstaculización del administrado y la caducidad 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 60,5% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados manifiestan cierta duda al respecto que dentro de un proceso administrativo 

sancionador la caducidad opera debido a la obstaculización por parte del administrado, un 11,8% 

muestran su absoluto rechazo con la afirmación, un 10,5% dice que es mejor no opinar, un 10,5% están 

de acuerdo con la afirmación y un 6,6% muestran plena y absoluto acuerdo. 
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Tabla 11: Desconocimiento de la caducidad y su aplicación 
 

Cree usted que ¿la administración incurre en la inercia administrativa debido al 

desconocimiento de esta figura legal? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 5 6,6% 

De acuerdo con la afirmación 54 71,1% 

Manifiesto cierta duda al respecto 9 11,8% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 8 10,5% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 11: Desconocimiento de la caducidad y su aplicación 

Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 71,1% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados manifiestan estar de acuerdo con la afirmación la administración incurre en la 

inercia administrativa debido al desconocimiento de esta figura legal, un 11,8% manifiestan cierta duda 

al respecto, un 10,5% muestran su absoluto rechazo con la afirmación y un 6,6% están plena y absoluto 

acuerdo. 
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Tabla 12: Plazo razonable como principio 
 

Considera que ¿el plazo razonable es un principio constitucional que merece mejor y mayor 

protección por parte de la administración pública? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 40 52,6% 

De acuerdo con la afirmación 12 15,8% 

Manifiesto cierta duda al respecto 13 17,1% 
Mi absoluto rechazo con la afirmación 11 14,5% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 
Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 12: Plazo razonable como principio 

Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 52,6% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados manifiestan su pleno y absoluto acuerdo con el plazo razonable es un principio 

constitucional que merece mejor y mayor protección por parte de la administración pública, un 17,1% 

manifiestan cierta duda al respecto, un 15,8% están de acuerdo con la afirmación y un 14,5% muestran 

absoluto rechazo con la afirmación. 
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Tabla 13: Correlación del plazo razonable y la caducidad 
 

Considera que ¿La caducidad del procedimiento sancionador es una figura que se encuentra 

en correlato con el plazo razonable dada su categoría de un principio constitucional que 

merece mejor y mayor protección por parte de la administración pública? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 29 38,2% 

De acuerdo con la afirmación 4 5,3% 

Manifiesto cierta duda al respecto 14 18,4% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 12 15,8% 

Es mejor no opinar 17 22,4% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 13: Correlación del plazo razonable y la caducidad 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 38,2% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados están plena y absolutamente de acuerdo con La caducidad del procedimiento 

sancionador es una figura que se encuentra en correlato con el plazo razonable dada su categoría de un 

principio constitucional que merece mejor y mayor protección por parte de la administración pública, 

un 22,4% no opina, un 18,4% manifiestan cierta duda al respecto y un 15,8% muestran absoluto rechazo 

con la afirmación. 
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Tabla 14: Respeto del plazo razonable 
 

Cree usted que ¿en un procedimiento administrativo sancionador se respeta al principio 

constitucional del plazo razonable? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 4 5,3% 

De acuerdo con la afirmación 16 21,1% 

Manifiesto cierta duda al respecto 19 25,0% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 37 48,7% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 14: Respeto del plazo razonable 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 48,7% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados muestran absoluto rechazo con la afirmación que en un procedimiento 

administrativo sancionador se respeta al principio constitucional del plazo razonable, un 25,0% 

manifiestan cierta duda al respecto, un 21,1% están de acuerdo con la afirmación y un 5,3% están plena 

y absolutamente de acuerdo. 
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Tabla 15: Caducidad y su validación del plazo razonable 
 

Cree usted que ¿La caducidad de un procedimiento administrativo sancionador es una figura 

que sirve para validar el denominado plazo razonable? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 55 72,4% 
De acuerdo con la afirmación 5 6,6% 

Manifiesto cierta duda al respecto 11 14,5% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 5 6,6% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 
Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 

 

 

 

:  

 

Figura 15: Caducidad y su validación del plazo razonable 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 72,4% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados muestran pleno y absoluto acuerdo con la caducidad de un procedimiento 

administrativo sancionador es una figura que sirve para validar el denominado plazo razonable, 14,5% 

manifiestan cierta duda al respecto, un 6,6% muestran absoluto rechazo con la afirmación y un 6,6% 

están de acuerdo con la afirmación. 
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Tabla 16: Plazo razonable y el cumplimiento del principio de celeridad 
 

Cree usted que ¿el principio de plazo necesario o razonable constituye un instrumento válido 
para el cumplimiento del principio de celeridad? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 60 78,9% 

De acuerdo con la afirmación 6 7,9% 

Manifiesto cierta duda al respecto 8 10,5% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 2 2,6% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 16: Plazo razonable y el cumplimiento del principio de celeridad 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 78,9% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados muestran pleno y absoluto acuerdo con el principio de plazo necesario o 

razonable constituye un instrumento válido para el cumplimiento del principio de celeridad, un 10,5% 

manifiestan cierta duda al respecto, un 7,9% están de acuerdo con la afirmación, un 7,9% manifiestan 

cierta duda al respecto y un 2,6% muestran absoluto rechazo con la afirmación. 
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Tabla 17: Procedimiento sancionador y afectación del plazo razonable 
 

Cree usted que ¿En un procedimiento administrativo sancionador por lo general se vulnera 
el plazo necesario? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 9 11,8% 

De acuerdo con la afirmación 40 52,6% 

Manifiesto cierta duda al respecto 18 23,7% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 9 11,8% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 17: Procedimiento sancionador y afectación del plazo razonable 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 52,6% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados están de acuerdo con la afirmación En un procedimiento administrativo 

sancionador por lo general se vulnera el plazo necesario, un 23,7% manifiestan cierta duda al respecto, 

un 11,8% están en absoluto rechazo con la afirmación y un 11,8% están plena y absolutamente de 

acuerdo. 
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Tabla 18: Correcta aplicación del principio de legalidad en el sancionador 
 

De acuerdo a su experiencia ¿la administración efectúa una correcta aplicación del principio 

legal administrativo en el procedimiento administrativo sancionador? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 9 11,8% 

De acuerdo con la afirmación 5 6,6% 

Manifiesto cierta duda al respecto 7 9,2% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 55 72,4% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 18: Correcta aplicación del principio de legalidad en el sancionador 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 72,4% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados muestran su absoluto rechazo con la afirmación la administración efectúa una 

correcta aplicación del principio legal administrativo en el procedimiento administrativo sancionador, 

un 11,8% están plenamente y absoluto acuerdo, un 9,2% están en absoluto rechazo con la afirmación y 

un 6,6% están de acuerdo con la afirmación. 
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Tabla 19: Plazo razonable y procedimiento sancionador 
 

Cree usted que ¿el plazo razonable aplicado por la administración en el procedimiento 

administrativo sancionador vulnera el principio de legalidad administrativa? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 5 6,6% 

De acuerdo con la afirmación 11 14,5% 

Manifiesto cierta duda al respecto 12 15,8% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 48 63,2% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 19: Plazo razonable y procedimiento sancionador 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 63,2% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados muestran su absoluto rechazo con la afirmación el plazo razonable aplicado por 

la administración en el procedimiento administrativo sancionador vulnera el principio de legalidad 

administrativa, un 15,8% manifiestan cierta duda al respecto, un 14,5% están de acuerdo con la 

afirmación y un 6,6% están plena y absolutamente de acuerdo. 
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Tabla 20: Aplicación de la proporcionalidad administrativa 
 

Considera que ¿la entidad administrativa en aplicación de las normas internas emplea la 

proporcionalidad administrativa correctamente? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 5 6,6% 

De acuerdo con la afirmación 13 17,1% 

Manifiesto cierta duda al respecto 7 9,2% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 45 59,2% 

Es mejor no opinar 6 7,9% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 

Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 20: Aplicación de la proporcionalidad administrativa 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 59,2% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados muestran su absoluto rechazo con la afirmación la entidad administrativa en 

aplicación de las normas internas emplea la proporcionalidad administrativa correctamente, un 17,1% 

están de acuerdo con la afirmación, un 9,2% manifiestan cierta duda al respecto, un 7,9% sostienen que 

es mejor no opinar y un 6,6% están plena y absolutamente de acuerdo. 



81 
 

Tabla 21: Proporcionalidad y afectación del debido proceso 
 

Cree usted que ¿la proporcionalidad administrativa vulnera el plazo razonable de un 
proceso administrativo sancionador? 

Categorías Frecuencia Porcentaje 

Plena y absolutamente de acuerdo 12 15,8% 

De acuerdo con la afirmación 9 11,8% 

Manifiesto cierta duda al respecto 15 19,7% 

Mi absoluto rechazo con la afirmación 40 52,6% 

Es mejor no opinar 0 0,0% 

Total 76 100,0% 

Fuente. Cuestionario aplicado al personal administrativo del Gobierno Regional de Lima 
Provincias, 2022. 

 

 

 

Figura 21: Proporcionalidad y afectación del debido proceso 

 

 
Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que el 52,6% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados muestran su absoluto rechazo con la afirmación la proporcionalidad 

administrativa vulnera el plazo razonable de un proceso administrativo sancionador, un 19,7% 

manifiestan cierta duda al respecto, un 15,8% muestran plena y absoluto acuerdo y un 11,8% e muestran 

de acuerdo con la afirmación. 
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4.2. Prueba de Normalidad 

 

Tabla 22: Prueba de bondad de ajuste 
 

 

 

 Kolmogorov-Smirnov
a
 

Variables y dimensiones   

 Estadístico gl Sig. 

Caducidad del proceso administrativo sancionador 0,354 76 0,00 

Aplicación opera de inmediato ya sea de oficio o a solicitud 

del administrado en la Municipalidad 
0,356 76 0,00 

La caducidad administrativa del procedimiento sancionador 0,273 76 0,00 

Cumplimiento del principio de celeridad del plazo 0,564 76 0,00 

Aplicación de normas internas 0,231 76 0,00 

Principio de plazo razonable 0,654 76 0,00 

 

Resulta que una vez sometida la encuesta a todos los que conforman la muestra se tiene 

puntualmente que la tabla muestra que la prueba de bondad de ajuste de Kolmogorov Smirnov. 

Se observa que las variables y no se aproximan a una distribución normal (p<0.05). En este 

caso debido a que se determinaran correlaciones entre variables y dimensiones, la prueba 

estadística a usarse deberá ser no paramétrica: Prueba de Correlación de Spearman. 

 

 

4.2. Generalización entorno a la hipótesis central 

 

 
Hipótesis general 

 

Ha: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador se relaciona positivamente con el 

principio de plazo razonable, dado que opera la primera con celeridad por la inacción del estamento 

administrativo, Gobierno Regional de Lima Provincias en resolver la acción iniciada contra el infractor 

en el año 2022 

H0: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador NO se relaciona positivamente con el 

principio de plazo razonable, dado que opera la primera con celeridad por la inacción del estamento 

administrativo, Gobierno Regional de Lima Provincias en resolver la acción iniciada contra el infractor 

en el año 2022 
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Tabla 23: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador y el principio de plazo 

razonable 

 

 
  Correlaciones   

  
La caducidad 
administrativa 

del 
procedimiento 

sancionador 

 

 
Principio de 

plazo razonable 

 La caducidad 

administrativa 
del 

procedimiento 

sancionador 

Coef. Correlación 1 0,819 

 Sig. (bilateral) . 0,00 

Rho de 

Spearman 

N 
   

76 76 

 Coef. Correlación 0,819 1 

 Principio de 
plazo razonable Sig. (bilateral) 0,00 . 

  N 76 76 

La tabla presenta la correlación de r=0,819, con un Sig(bilateral)<0,05 la cual permite aceptar la 

hipótesis alternativa y refutar la nula. Por lo que se evidencia que existe relación entre la caducidad 

administrativa del procedimiento sancionador y el principio de plazo razonable, dado que opera la 

primera con celeridad por la inacción del estamento administrativo, Gobierno Regional de Lima 

Provincias en resolver la acción iniciada contra el infractor en el año 2022. La correlación es de 

intensidad muy buena. 
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Figura 22: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador y el principio de 

plazo razonable 

Hipótesis especifica 1 

 

Ha: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador se relaciona positivamente con el 

cumplimiento del principio de celeridad del plazo dado, que opera la primera con celeridad por la 

inacción del estamento administrativo, Gobierno Regional de Lima Provincias en resolver la acción 

iniciada contra el infractor en el año 2022. 

H0: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador no se relaciona positivamente con el 

cumplimiento del principio de celeridad del plazo, dado que opera la primera con celeridad por la 

inacción del estamento administrativo, Gobierno Regional de Lima Provincias en resolver la acción 

iniciada contra el infractor en el año 2022. 

 

 

Tabla 24 La caducidad administrativa del procedimiento sancionador y el cumplimiento del 

principio de celeridad del plazo 
 

 

Correlaciones  

La caducidad 

administrativa 
del 

procedimiento 

sancionador 

 
Cumplimiento del 

principio de 

celeridad del 

plazo 
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 La caducidad 
administrativa 

del 

procedimiento 
sancionador 

Coef. Correlación 1   0,807  

 Sig. (bilateral) . 0,00 

Rho de 
Spearman 

N 76 76 

Cumplimiento 
del principio de 

celeridad del 

plazo 

Coef. Correlación  0,807  1 

 Sig. (bilateral) 0,00 . 

 N 76 76 

 

 

 

La tabla presenta la correlación de r=0,807, con un Sig(bilateral)<0,05 la cual permite aceptar la 

hipótesis alternativa y refutar la nula. Por lo que se evidencia que existe relación entre la caducidad 

administrativa del procedimiento sancionador y el cumplimiento del principio de celeridad del plazo 

dado, que opera la primera con celeridad por la inacción del estamento administrativo, Gobierno 

Regional de Lima Provincias en resolver la acción iniciada contra el infractor en el año 2022. La 

correlación es de intensidad muy buena. 
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Figura 23: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador y el cumplimiento 

del principio de celeridad del plazo 

 

 
Hipótesis especifica 2 

 

Ha: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador se relaciona positivamente con la 

aplicación de normas internas, que opera la primera con celeridad por la inacción del estamento 

administrativo, Gobierno Regional de Lima Provincias en resolver la acción iniciada contra el infractor 

en el año 2022. 

H0: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador No se relaciona positivamente con la 

aplicación de normas internas, que opera la primera con celeridad por la inacción del estamento 

administrativo, Gobierno Regional de Lima Provincias en resolver la acción iniciada contra el infractor 

en el año 2022. 
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Tabla 25: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador y la aplicación de 

normas internas 
 
  Correlaciones   

  
La caducidad 
administrativa 

del 

procedimiento 
sancionador 

 

 

Aplicación de 
normas internas 

 La caducidad 

administrativa 
del 

procedimiento 

sancionador 

Coef. Correlación 1 0,822 

 Sig. (bilateral) . 0,00 

Rho de 
Spearman 

N 
   

76 76 

 Coef. Correlación 0,822 1 

 Aplicación de 
normas internas Sig. (bilateral) 0,00 . 

  N 76 76 

La tabla presenta la correlación de r=0,822, con un Sig(bilateral)<0,05 la cual permite aceptar la 

hipótesis alternativa y refutar la nula. Por lo que se evidencia que existe relación entre la caducidad 

administrativa del procedimiento sancionador y la aplicación de normas internas, que opera la primera 

con celeridad por la inacción del estamento administrativo, Gobierno Regional de Lima Provincias en 

resolver la acción iniciada contra el infractor en el año 2022. La correlación es de magnitud muy buena. 

 

 

Figura 24: La caducidad administrativa del procedimiento sancionador y la aplicación de 

normas internas. 
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CAPÍTULO V: 

 

DISCUSIONES 

 

5.1 Discusión de resultados estadísticos 

Como primer antecedente nacional se tiene la tesis de Moreno (2020) en su tesis 

realizada en Ecuador, titulada: Análisis de la caducidad de la potestad sancionadora en el 

procedimiento administrativo sancionador de acuerdo al Código Orgánico Administrativo, 

presentado a la Universidad Católica de Santiago de Guayaquil, donde concluye: 1) La 

administración pública no cumple con los estándares establecidos en el Código Orgánico 

Administrativo dado que los procedimientos administrativos se viene desarrollando sin que 

haya observancias del debido procedimiento administrativo, con el cual no solo se viene 

infringiendo las normas constitucionales y administrativas; similares resultados se tiene en esta 

investigación y ante la pregunta ¿Cree usted que la administración incurre en la inercia 

administrativa debido al desconocimiento de esta figura legal? Segú la tabla 11, se aprecia 

que para los entrevistados que suman un total de 51%, asumen que efectivamente eso es cierto 

(en buena medida); un 19% en poca medida; un 16% en regular medida; un 13% en ninguna 

medida; un 1% en gran medida. 

Como segunda presentación se tiene al peruano Vargas (2021) en su tesis realizada en 

Piura, titulada: La caducidad en los procedimientos administrativos sancionadores, presentado 

a la Universidad de Piura donde concluyó: 2) Dentro del procedimiento administrativo 

sancionador, la caducidad es la institución de perención, entendida más bien como la 

prescripción que en realidad pone fin a los procedimientos administrativos y que en muchos 

casos pese a que ha operado no han llegado a concluir por diversos motivos, por lo que sin 

duda la posibilidad de que el Estado a través de sus entidades podría iniciar nuevamente el 

procedimiento, en tanto y en cuanto, la infracción aún no ha llegado a prescribir. Al respecto 
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para relacionar con nuestro trabajo tenemos la pregunta, De acuerdo a su conocimiento ¿La 

caducidad es un instrumento que permite la impunidad de los servidores que infringen la 

norma? El 59,2% de personal administrativo del Gobierno Regional de Lima Provincias, 2022 

que fueron encuestados consideran estar de acuerdo con la afirmación La caducidad es un 

instrumento que permite la impunidad de los servidores que infringen la norma, un 22,4% 

sostienen su absoluto rechazo con la afirmación, un 9,2% manifiestan cierta duda al respecto y 

un 5,3% muestran pleno y absoluto acuerdo. 
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CAPÍTULO VI: 

 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

6.1 Conclusiones 

 

Primero: Existe relación entre la caducidad administrativa del procedimiento sancionador 

y el principio de plazo razonable, dado que opera la primera con celeridad por la inacción 

del estamento administrativo, Gobierno Regional de Lima Provincias en resolver la acción 

iniciada contra el infractor en el año 2022. La correlación es de intensidad muy buena. 

 

 

Segundo: Existe relación entre la caducidad administrativa del procedimiento sancionador 

y el cumplimiento del principio de celeridad del plazo dado, que opera la primera con 

celeridad por la inacción del estamento administrativo, Gobierno Regional de Lima 

Provincias en resolver la acción iniciada contra el infractor en el año 2022. La correlación 

es de intensidad muy buena. 

 

 

Tercero: Existe relación entre la caducidad administrativa del procedimiento sancionador 

y la aplicación de normas internas, que opera la primera con celeridad por la inacción del 

estamento administrativo, Gobierno Regional de Lima Provincias en resolver la acción 

iniciada contra el infractor en el año 2022. La correlación es de magnitud muy buena. 

 

 

Cuarto: Existe relación significativa entre La caducidad administrativa del procedimiento 

sancionador y Cumplimiento del principio de celeridad del plazo. La correlación es de una 

excelente confiabilidad. 
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6.2 Recomendaciones 

 

 

 Es importante que la administración pública actué con prontitud a fin de que no 

opere la caducidad en los procedimientos sancionadores entonces, se recomienda 

que la administración pública actúe con la diligencia necesaria en dicho 

procedimiento sancionador. 

 

 Los funcionarios públicos y a efectos de que desarrollen las actividades 

sancionadoras deben ser los más competentes e idóneos para desarrollar dicha 

facultad dentro del plazo necesario. 

 

 A fin de no recargar la carga procesal en las instituciones públicas deben ordenarse 

actuaciones sancionadoras estrictamente cuando sea necesario y siempre que 

corresponda legal y constitucionalmente. 

 

 Se recomienda a los funcionarios de la administración pública encargados de los 

procedimientos sancionadoras capacitarse permanentemente con el propósito de 

que resuelvan las acciones contraventoras dentro del plazo de ley. 

 

 Se recomienda a los tesistas que busquen investigar inmiscuirse en materia 

administrativa y especialmente en materia sancionadora para mejorar la 

administración pública. 
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Anexos 

ANEXO 01 (CUESTIONARIO) 

 

Variable X: Caducidad del proceso administrativo sancionador 

1. Considera que ¿Es demasiado breve el plazo para que se configure la caducidad del 

periodo que tiene el procedimiento administrativo en su arista sancionadora? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

2. Cree usted que ¿Es demasiado limitado el tiempo para la actuación administrativa y se 

debe a la premura de la caducidad administrativa del procedimiento sancionador? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

3. De acuerdo a su experiencia ¿la limitación de la actuación administrativa se debe a la 

caducidad del proceso por lo que hay una necesidad de requerir más plazo? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

4. De acuerdo a su conocimiento ¿La caducidad es un instrumento que permite la impunidad 

de los servidores que infringen la norma? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 
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d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

Aplicación opera de inmediato ya sea de oficio o a solicitud del administrado en la 

Municipalidad 

5. Conforme a su experiencia ¿la sanción administrativa se aplica de inmediato cuando se 

manifiesta de oficio? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

6. Conforme a su experiencia ¿la sanción administrativa se aplica de inmediato cuando 

hay una solicitud expresa de los particulares o terceros? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

7. Considera usted que ¿la administración es diligente a la hora de indagar, investigar y 

procesar la sanción administrativa? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

8. Considera usted que ¿la administración es diligente a la hora de ejecutar la sanción 

administrativa? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 
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d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

9. Considera usted que ¿dentro de un proceso administrativo sancionador la caducidad 

opera debido a la inercia administrativa? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

10. Considera usted que ¿dentro de un proceso administrativo sancionador la caducidad 

opera debido a la obstaculización por parte del administrado? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

11. Cree usted que ¿la administración incurre en la inercia administrativa debido al 

desconocimiento de esta figura legal? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

Variable Y: Principio de plazo razonable 

Cumplimiento del principio de celeridad del plazo 

12. Considera que ¿el plazo razonable es un principio constitucional que merece mejor y 

mayor protección por parte de la administración pública? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 
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c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

13. Considera que ¿La caducidad del procedimiento sancionador es una figura que se 

encuentra en correlato con el plazo razonable dada su categoría de un principio 

constitucional que merece mejor y mayor protección por parte de la administración 

pública? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

14. Cree usted que ¿en un procedimiento administrativo sancionador se respeta al principio 

constitucional del plazo razonable? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

15. Cree usted que ¿La caducidad de un procedimiento administrativo sancionador es una 

figura que sirve para validar el denominado plazo razonable? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

16. Cree usted que ¿el principio de plazo necesario o razonable constituye un instrumento 

válido para el cumplimiento del principio de celeridad? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 
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c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

17. Cree usted que ¿En un procedimiento administrativo sancionador por lo general se 

vulnera el plazo necesario? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

Aplicación de normas internas 

18. De acuerdo a su experiencia ¿la administración efectúa una correcta aplicación del 

principio legal administrativo en el procedimiento administrativo sancionador? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

19. Cree usted que ¿el plazo razonable aplicado por la administración en el procedimiento 

administrativo sancionador vulnera el principio de legalidad administrativa? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

20. Considera que ¿la entidad administrativa en aplicación de las normas internas emplea la 

proporcionalidad administrativa correctamente? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 
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d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 

 

 

21. Cree usted que ¿la proporcionalidad administrativa vulnera el plazo razonable de un 

proceso administrativo sancionador? 

a) Plena y absolutamente de acuerdo 

b) De acuerdo con la afirmación 

c) Manifiesto cierta duda al respecto 

d) Mi absoluto rechazo con la afirmación 

e) Es mejor no opinar 
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ANEXO 02 (CUADRO DE RESULTADOS) 

MATRIZ DE DATOS 
 

 

 

 

N 

La caducidad administrativa del procedimiento 
sancionador Principio de plazo razonable 

Caducidad del 
proceso 

administrativo 
sancionador 

Aplicación opera de inmediato 
ya sea de oficio o a solicitud del 
administrado en la Municipalidad 

 

 

ST1 

 

Cumplimiento del principio de celeridad del plazo 
 

Aplicación de normas internas 
 

ST2 

1 2 3 4 S1 5 6 7 8 9 # 11 S2 1 2 3 4 5 6 S3 7 8 9 10 S4  

1 2 2 2 2 8 2 2 2 2 2 2 2 14 22 1 2 2 2 2 2 11 2 2 2 2 8 19 

2 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 2 2 2 2 2 12 2 2 2 2 8 20 

3 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

4 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 2 2 2 2 2 12 2 2 2 2 8 20 

5 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 3 3 3 3 3 17 2 3 3 3 11 28 

6 2 3 3 3 11 3 3 3 3 3 3 3 21 32 2 3 3 3 3 3 17 2 3 3 3 11 28 

7 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 2 2 2 2 2 12 2 2 2 2 8 20 

8 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

9 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

10 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

11 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

12 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

13 2 3 3 3 11 3 3 3 3 3 3 3 21 32 2 1 1 1 1 1 7 2 1 1 1 5 12 

14 1 2 2 2 7 1 2 2 2 2 2 1 12 19 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

15 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

16 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

17 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

18 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

19 1 2 2 2 7 1 2 2 2 2 2 1 12 19 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

20 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

21 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 3 3 3 3 3 17 1 3 3 3 10 27 

22 5 5 5 5 20 1 5 5 5 5 5 1 27 47 1 1 1 1 1 1 6 3 1 1 1 6 12 

23 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 1 1 1 1 1 7 4 1 1 1 7 14 

24 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 1 1 1 1 1 7 4 1 1 1 7 14 

25 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 4 1 1 1 7 14 

26 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

27 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 5 5 5 5 5 27 4 5 5 5 19 46 

28 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 2 2 2 2 2 12 5 2 2 2 11 23 

29 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

30 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

31 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

32 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

33 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

34 2 3 3 3 11 3 3 3 3 3 3 3 21 32 2 1 1 1 1 1 7 2 1 1 1 5 12 

35 1 2 2 2 7 1 2 2 2 2 2 1 12 19 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 



104 
 

 

36 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

37 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

38 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

39 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

40 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

41 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

42 2 3 3 3 11 3 3 3 3 3 3 3 21 32 2 3 3 3 3 3 17 5 3 3 3 14 31 

43 2 2 2 2 8 2 2 2 2 2 2 2 14 22 1 1 1 1 1 1 6 5 1 1 1 8 14 

44 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

45 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 3 3 3 3 3 17 5 3 3 3 14 31 

46 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 2 2 2 2 2 14 3 2 2 2 9 23 

47 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

48 2 2 2 2 8 2 2 2 2 2 2 2 14 22 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

49 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

50 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

51 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

52 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

53 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

54 2 3 3 3 11 3 3 3 3 3 3 3 21 32 2 1 1 1 1 1 7 5 1 1 1 8 15 

55 1 2 2 2 7 1 2 2 2 2 2 1 12 19 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

56 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

57 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

58 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

59 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 3 3 3 3 3 17 4 3 3 3 13 30 

60 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 2 2 2 2 2 14 3 2 2 2 9 23 

61 2 2 2 2 8 2 2 2 2 2 2 2 14 22 2 2 2 2 2 2 12 4 2 2 2 10 22 

62 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

63 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 1 1 1 1 4 11 

64 2 3 3 3 11 3 3 3 3 3 3 3 21 32 2 3 3 3 3 3 17 2 3 3 3 11 28 

65 2 2 2 2 8 2 2 2 2 2 2 2 14 22 1 1 1 1 1 1 6 2 1 1 1 5 11 

66 5 5 5 5 20 5 5 5 5 5 5 5 35 55 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

67 2 3 3 3 11 3 3 3 3 3 3 3 21 32 2 3 3 3 3 3 17 5 3 3 3 14 31 

68 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 2 2 2 2 2 12 5 2 2 2 11 23 

69 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 1 1 1 1 1 7 5 1 1 1 8 15 

70 2 3 3 3 11 2 3 3 3 3 3 2 19 30 2 3 3 3 3 3 17 2 3 3 3 11 28 

71 5 1 1 1 8 5 1 1 1 1 1 5 15 23 4 5 5 5 5 5 29 3 5 5 5 18 47 

72 2 2 2 2 8 2 2 2 2 2 2 2 14 22 2 2 2 2 2 2 12 2 2 2 2 8 20 

73 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 5 1 1 1 8 15 

74 1 2 2 2 7 2 2 2 2 2 2 2 14 21 2 1 1 1 1 1 7 5 1 1 1 8 15 

75 2 3 3 3 11 3 3 3 3 3 3 3 21 32 2 3 3 3 3 3 17 2 3 3 3 11 28 

76 2 2 2 2 8 2 2 2 2 2 2 2 14 22 2 2 2 2 2 2 12 4 2 2 2 10 22 

 


